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ABREVIATURAS 

ANCEJUB: Asociación Nacional de Cesantes y Jubilados de la SUNAT. 
CADH: Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
CIDH: Comisión lnteramericana de Derechos Humanos. 
Corte IDH o Corte lnteramericana: Corte lnteramericana de Derechos Humanos. 
ESAP: Escrito de Solicitudes, Argumentos y Pruebas. 
FALV: Fondo de Asistencia Legal para Víctimas 
MEF: Ministerio de Economía y Finanzas. 
RPV: Representantes de las presuntas víctimas. 
SUNAT: Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración Tributaria. 
TC: Tribunal Constitucional peruano. 
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1. ANTECEDENTES 

1. El Estado peruano presenta ante la Corte lnteramericana de Derechos Humanos 
sus alegatos finales escritos con relación a las excepciones preliminares y eventuales 
fondo, reparaciones y costas correspondientes al Caso Asociación Nacional de Cesantes 
y Jubilados de la Superintendencia Nacional de Administración Tributaria (ANCEJUB­
SUNA T) Vs. Perú, dentro del plazo previsto en la Resolución del Presidente de la Corte, 
de fecha 21 de marzo de 20191. 

2. En el presente caso se atribuye al Estado peruano el incumplimiento de la 
Sentencia del 25 de octubre de 1993, emitida por los tribunales de justicia a nivel interno, 
en un proceso judicial de amparo, seguido por la ANCEJUB contra la SUNAT. La CIDH 
sostuvo que el Estado no adoptó medidas para cumplir la Sentencia. 

3. La CIDH ha modificado lo sostenido en el Informe de Fondo, porque inicialmente 
sostuvo que existen tres debates que no fueron resueltos en 23 años, luego en la 
Audiencia Pública sostuvo que la duración se debe a períodos de inactividad por 
obstáculos logísticos. 

4. El Estado peruano considera oportuno aclarar a la Corte IDH que la duración del 
proceso no se debió a obstáculos logísticos, lo cierto es que en el proceso interno los 
órganos jurisdiccionales han subsanado las omisiones de la demanda formulada por 
ANCEJUB y se ha dispuesto que se liquide los montos durante ejecución de sentencia. 
Producto de dichas liquidaciones se ha determinado el monto real que les corresponde, el 
cual ha sido cumplido por el Estado peruano, pero ANCEJUB se niega a recibir el dinero 
consignado, por ello a partir del 2006 ANCEJUB ha desplegado una conducta que ha 
contribuido en gran medida a la duración del proceso, como se detallará en el presente 
escrito. 

2. DELIMITACIÓN DE LA CONTROVERSIA 

5. La CIDH incurre en una confusión cuando el Informe de Fondo alude a una 
supuesta "suspensión de la aplicación del régimen jubilatorio del Decreto Ley Nº 20530"2 

(lo cual reiteró en la Audiencia Pública) así como la "reincorporación al régimen 
pensionario del Decreto Ley 20530"3 de los miembros de ANCEJUB; suposiciones 
absolutamente incorrectas. El Estado peruano debe ser enfático al sostener que en el 
supuesto negado que exista una suspensión, corresponde a los RPV que acrediten 
cuánto ganaba antes de la suspensión y cuanto después de ella. Esto no ha sido 
acreditado, motivo por el cual el Estado aporta las boletas de pago y las planillas de los 

1 Numeral 12 de la parte Resolutiva de la Resolución de la Presidencia de la Corte lnteramericana de Derechos Humanos 
de fecha 21 de marzo de 2019, que señala hasta el día 8 de mayo de 2019, como plazo para presentar los alegatos finales. 
2 Informe Nº 41/17 del 23 de mayo de 2017, párrafos 11 y 26. Sin embargo, durante la Audiencia Pública, el Presidente de 
la Corte IDH señaló que el plazo vencerá el 1 O de junio de 2019, dado que el plazo original aludía a un día sábado. 
3 Informe Nº 41/17 del 23 de mayo de 2017, párrafo 23. 
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testigos declarantes que han participado en el proceso internacional, para demostrar que 
nunca suspendió, ni mucho menos redujo las pensiones y que el presente caso versa 
sobre "nivelación de pensiones". 

6. Se debe resaltar que, en el Informe de Fondo, la CIDH señala que "no está 
llamada ni cuenta con elementos para pronunciarse sobre la modalidad correcta de 
cumplimiento de la referida sentencia ni sobre las cuestiones que continúan en debate en 
la vía intema"4. Del mismo modo, durante la Audiencia el representante de la CIDH 
sostuvo que la ejecución de sentencia se encuentra pendiente y en trámite. Al respecto, el 
Estado observa y aclara que no existe ningún debate pendiente de ser resuelto a 
nivel interno, teniendo en cuenta que el Tribunal Constitucional ha zanjado este asunto 
en el año 2011 y confirmado en el auto de fecha 23 de abril de 2019 y la SUNAT ha dado 
cumplimiento a los mandatos judiciales emitidos por el Poder Judicial y el Tribunal 
Constitucional, habiendo efectuado el pago de una suma líquida ordenada por las 
autoridades competentes. 

7. Lo propio ocurre con los RPV quienes faltan a la verdad sosteniendo que los 
fJ \ pensionistas "venían disfrutando de la nivelación hasta el 91" fecha en la cual se les 

~ini ·od~~::,~. suprimió el derecho; no obstante ello, esta afirmación ha quedado desbaratada con la 
cuRAgoR \ propia declaración de la testigo Ana María Raez Guevara, quien durante la audiencia 

futJ~~~ft~fL ¡ pública sostuvo que antes y después de la emisión del Decreto Legislativo Nº 673 de 
c. REAÑO e fecha 24 de setiembre de 1991, percibía la suma de S/. 40; por tanto, no existe supresión 

ni regresión de los derechos de los integrantes de ANCEJUB. Tampoco es cierto que el 
Estado mantiene congeladas las pensiones; por ello, el Estado aporta las boletas de pago 
de los declarantes, mediante las que acredita los incrementos de sus pensiones. 

8. Lo que en el fondo pretenden miembros de ANCEJUB, es que la Corte IDH ordene 
al Estado peruano que las pensiones de los asociados se nivelen con las remuneraciones 
del personal activo del régimen laboral "privado", pese a que ellos son pensionistas del 
sector público, esto ha quedado claro con la solicitud de la testigo Ana María Raez 
Guevara, quien ha solicitado a la Corte IDH "que les nivele". Sin embargo, este debate 
ya fue dilucidado por la jurisdicción interna y esta parte solicita a la honorable Corte IDH 
que tome en consideración que las autoridades peruanas han determinado cuáles son los 
alcances de la Sentencia del 25 de octubre de 1993 y cómo se ejecuta la sentencia; 
potestad que debe mantenerse mientras cumpla sus obligaciones internacionales, 
conforme ha ocurrido en el presente caso. 

3. IMPACTO ECONÓMICO DE UNA DECISIÓN FAVORABLE A LA ANCEJUB 

9. Los RPV han señalado en su ESAP lo siguiente: 

4 Informe Nº 41/17 del 23 de mayo de 2017, párrafo 97. 
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"La Resolución del 66º Juzgado Civil de Lima Nº 80 de 3 de marzo de 2006, en 
cuanto aprobó el mencionado Informe Pericial, se puede considerar como el punto 
más alto alcanzado de tutela de los derechos lesionados en el proceso de 
ejecución de sentencia en el nivel de la jurisdicción nacional o interna." (Pág. 64). 

1 O. Asimismo, los RPV señalaron en el referido ESAP que la ejecución debe realizarse 
considerando los criterios y parámetros aprobados mediante la Resolución N° 89, 
conforme se señala a continuación: 

"En relación con las víctimas no tomadas en cuenta en las liquidaciones el informe 
pericial aprobado por la Resolución Nº 80, solicitamos a la Corte disponer la 
conformación de un órgano independiente e imparcial que determine, en un plazo 
razonable y mediante una decisión vinculante y definitiva, el monto de las 
pensiones niveladas y el reintegro de los incrementos dejados de percibir que les 
correspondiera hasta el mes de Diciembre de 2004; para cuyo efecto dicha 

¡\ instancia deberá seguir los criterios y parámetros fijados por el informe 
i _ pericial aprobado por la Resolución del Juzgado Nº 80." (pág. 102). [Énfasis 

. ¡ fl .. \ agregado]. 

\ 

./,#,nodeJustJC'" \ 

Y : R;;~;;= \ 11. Cabe precisar que la citada Resolución Nº 80 -que los RPV solicitan se ejecute­
r hs:E\~k~fAoo \aprobó la pericia5 que indicaba los montos que debían pagarse a los miembros de 

~suPRANAc~o~~ANCEJUB. Dicha ericia conclu ó señalando ue se a ue la si uiente cantidad: 
c.REAN 

. V CÓ_NCLU$
0

IÓN,::. :. _: :''' ' 
Teoien<:fo en cuenta lo fundamentado en el rubro examen pericial y anexos que 

- se a~mpatian, la conclusf6n es la siguiente: . · 

J.-r1 ~nt~ mensual de las-~nslones nfveladas de cada uno de los.asociad~ 
S~n:i as ce1ub-Sunat, con. las remuneraciones de loi¡._ servi?ores activos de la 
veintfón . i:n:e ª. un monto de S/ ~. 921,375;25. {dos m1!l.ones.. novecientos· 
índividualme~tee::er:rtos .setatenta ,.y ·cinco con 2~/100· N4.evos .. So!es)--y· que--·. 

. . presen en el Anexo Nº 01. .. :- · · · 

· 2.- Los reintegros de tos incremento d · d · · · · · · 
de.la aplicación de la Tercera Dispos~i6i~~9e perc1b1r como con~encía . 

. 67~,. asciend~ . a . S/. 3~2. 226,293 (Trescie~J:: 1:e~creto Legislativo. N" , 
dosaentos veintiséis mll doscientos noventa Y tres 00/100 nta Y dos mmo_nes 

. No. 02. . nuevos soles) Anexo 

Sra. ~u_ez , sírvase tener ~r cumplido su mandato; estando vuestra·· 
dl:~os1a~n para acla:ar o explicar el contenido del presente fnfc>rme; ª 
Lirñá'. 09 de n~,t~ 2005 

5 ANEXO Nº 2.- Presenta nuevo informe pericial contable del 9 de noviembre de 2005. Pág. 1 O. 
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12. El monto determinado en la pericia, consiste en multiplicar el monto de SI 2, 921, 
375.25 millones de soles por la totalidad de meses computados desde enero de 1992 a 
diciembre de 2004, lo que hace un total de SI 455, 734, 539 millones de soles. A este 
monto debe adicionarle los SI 332, 226, 293 millones de soles por concepto de reintegros 
de los incrementos dejados de percibir y adicionalmente un monto de SI 130, 041,363 
millones de soles, lo que sumado da un monto de SI 918, 002, 195 millones de soles, 
aproximadamente un total de US $ 278, 182,483 millones de dólares. 

13. Este monto se incrementaría dado que dicho cálculo se realizó en el año 2005, 
respecto de 566 presuntas víctimas cuando en el Informe de Fondo de la CIDH adjunta un 
anexo que señala que serían 703 presuntas víctimas. A ello, habría que sumarle los 
intereses legales generados desde esa fecha hasta la actualidad, así como un eventual 
daño (material e inmaterial), y costas y gastos, eventualmente ordenados por la Corte 
IDH. 

14. En ese sentido, si la Corte IDH ordena reparaciones a cada una de las presuntas 
víctimas, la cifra podría ascender a casi 1 millón de dólares para cada una. 

15. Como puede apreciarse, en un eventual fallo de la Corte IDH que se pronuncie 1 .. \ en sentido favorable a la pretensión planteada por los RPV, se estaría ante el pago 
~.,¡ od~t=\ de un monto que no solo no se encuentra ajustado a derecho (conforme será 

P i~~~~oR \expuesto en la sección denominada "Puntos centrales de la defensa del Estado"), sino 
: pn:~~~t~~l 1que se generaría un gran impacto económico para el país, al tratarse de un cantidad 

c. REAÑO F de dinero altísima que podría ser un obstáculo para el normal desarrollo de las actividades 
que debe desplegar el Estado y supondría lo siguiente: 

• Recortar los recursos destinados a financiar la reconstrucción. Se precisa que se 
creó la Autoridad para la Reconstrucción con Cambios (ARCC)6, que es una 
entidad adscrita a la Presidencia del Consejo de Ministros (PCM), de carácter 
excepcional y temporal, y está encargada de liderar e implementar el Plan Integral 
de Reconstrucción con Cambios (PIRCC) de toda la infraestructura física dañada y 
destruida por el Fenómeno de El Niño Costero en 13 regiones del país: Áncash, 
Arequipa, Ayacucho, Cajamarca, Huancavelica, lea, Junín, La Libertad, 
Lambayeque, Lima, Loreto, Piura y Tumbes. 
El Monto presupuestado para la reconstrucción es SI 7,293 millones de soles del 
cual SI 2,693 millones de soles corresponde a Recursos Ordinarios y SI 4,650 
millones a Recursos por Operaciones Oficiales de Crédito. 

• Dejar de atender los programas sociales del Ministerio de Desarrollo e Inclusión 
Social (MIDIS), el mismo que atiende las necesidades prioritarias de la población 
en situación de pobreza y extrema pobreza y vulnerable en sus diferentes etapas, 

6 Más información: http://www.rcc.gob.pe/ 
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a través de los siguientes programas: Juntos7 , Pensión 658, Qaliwarma9, Cuna 
Más10 , FONCODES11. A fin de brindar un detalle se precisan los presupuestos 
anuales de estos programas sociales, los cuales son significativamente menores al 
monto que los RPV solicitan se abone a los miembros de la ANCEJUB: 

Proarama Presupuesto 
Juntos SI 938 millones de soles 

Pensión 65 SI 860 millones de soles 
QaliWarma SI 1 600 millones de soles 
Cuna Más SI 454 millones de soles 

• Dejar de atender las reformas remunerativas de los docentes y del personal de la 
salud, que tiene por finalidad fortalecer los recursos humanos en la administración 
pública que contribuyan a la calidad de la prestación de servicios públicos. 

16. Además del impacto económico que generaría el caso concreto, la Corte IDH debe 
tener en consideración que, existen muchos otros casos en trámite en sede interna, así 
como en trámite ante los órganos del Sistema Interamericano de Derechos Humanos que 
pueden tener similitudes con los hechos que hoy se discuten en esta controversia. En tal 
medida, la posición que asuma la honorable Corte IDH será un precedente importante 
para el desenlace de otros casos. Dicho de otro modo, el impacto económico no solo 
debe analizarse desde el presente caso, sino también el que podría generarse en razón 
de muchos otros casos que podrían ser semejantes, lo que podría devenir en la quiebra 
del país. 

17. El Estado considera -contrariamente a los que señalaron los RPV en Audiencia 
Pública-, que los argumentos alusivos a aspectos económicos no son empleados por falta 
de argumentación jurídica, sino, por el contrario, se tratan de aspectos que todo tribunal 
debe evaluar al momento de emitir decisiones. No es distinto en el caso de la Corte IDH, 

7 El Programa tiene por finalidad ejecutar transferencias directas en beneficio de las familias más pobres de la población, 
rural y urbana. El Programa otorga a las familias beneficiadas, con su participación y compromiso voluntario, prestaciones 
de salud y educación orientadas a asegurar la salud preventiva materno - infantil y la escolaridad sin deserción. Más 
información en: httos://www.juntos.gob.pe/ 
8 Pensión 65 surge como una respuesta del Estado ante la necesidad de brindar protección a un sector especialmente 
vulnerable de la población, y les entrega una subvención económica de 250 soles bimestrales por persona y con este 
beneficio contribuye a que ellos y ellas tengan la seguridad de que sus necesidades básicas serán atendidas, que sean 
revalorados por su familia y su comunidad, y contribuye también a dinamizar pequeños mercados y ferias locales. Más 
información en: httos://www.oension65.gob.pe/ 
9 El Programa Nacional de Alimentación Escolar Qali Warma brinda alimentos ricos, variados y nutritivos a niños y niñas de 
inicial y primaria de las escuelas públicas de todo el país, y de secundaria en las comunidades nativas de la Amazonia 
peruana, con el fin de mejorar la atención en clases, la asistencia y la permanencia. Más información en: 
httos://www.qaliwarma.gob.oe/ 
10 El Programa Nacional Cuna Más es un programa social focalizado, cuyo objetivo es mejorar el desarrollo infantil de niñas 
y niños menores de 3 años de edad en zonas de pobreza y pobreza extrema, para superar las brechas en su desarrollo 
cognitivo, social, físico y emocional. Más información en: httos:l/www.cunamas.gob.oe/ 
11 FONCODES financia y gestiona proyectos orientados a la generación de oportunidades económicas sostenibles para los 
hogares rurales en situación de pobreza y pobreza extrema, en el marco de la Estrategia Nacional "Incluir para Crecer" que 
impulsa el Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social. Más información en: htto:/!www.foncodes.gob.oe/oortal/ 

9 



1328

Ministerio 
de Justicia 
y Derechos Humanos 

"Decenio de la Igualdad de oportunidades para mujeres y hombres" 

"Año de la Lucha contra la Corrupción y la Impunidad" 

que, si bien es un tribunal de derechos humanos, pero no puede estar ajena al análisis del 
impacto (en diversos aspectos) de sus propias decisiones. 

18. Cabe recordar además que este caso trasciende al Perú, pues los fallos que emite 
la Corte IDH constituyen un precedente para toda la región, y en tal medida, la Corte IDH 
tendrá que evaluar qué impacto supondría una decisión para una serie de casos que 
vienen siendo tramitados y que están dirigidos contra diversos países de la región. En ese 
sentido, el impacto regional de un eventual fallo de la Corte IDH sobre este caso es un 
aspecto que tampoco debe ser soslayado por dicho tribunal supranacional. 

19. Finalmente, el Estado debe recordar que, de asumirse la posición de los RPV, 
la Corte IDH estaría creando un grupo privilegiado de pensionistas que, pese a que 
nunca laboraron bajo el régimen laboral privado, ni tampoco realizaron aportes 
pensionarios al régimen previsional privado, accederían a pensiones que no les 
corresponden, desnaturalizándose con ello, el régimen previsional previsto en el 
Decreto Ley Nº 20530, al cual pertenecen dichos pensionistas. 

4. ASPECTOS PROCESALES 

4.1. Observaciones al número de presuntas víctimas 

4.1.1 En el proceso interno 

20. Las autoridades competentes han reconocido el derecho a 566 pensionistas 
de ANCEJUB. Lo cierto es que la demanda de amparo formulada por ANCEJUB omitió 
identificar a los pensionistas (genéricamente consignó a "más de seiscientos ex­
servidores) 12, sin embargo, el Poder Judicial por Resolución del 03 de junio de 2005, 
determinó que "sólo deben considerarse como demandantes a quienes fueron asociados 
al tiempo en que se entabló el proceso, esto es, el 30 de diciembre de 1991", en dicha 
resolución se individualizó a 603 pensionistas13 ; posteriormente la Resolución del 21 de 
julio de 2005, dispuso que se nivele al mismo número de personas14; por ello, el Juez 
Manuel Lora Almeida en su informe presentado ante la Corte IDH alude a 603 
pensionistas. 

21. Ahora bien, mediante Resolución de Superintendencia Adjunta Nº 042-
2002/SUNAT del 8 de julio de 2002 la SUNAT determinó el monto de las pensiones de 
cada uno de los pensionistas considerados en las planillas elaboradas y remitidas por el 
Ministerio de Economía y Finanzas; en total de 651 pensionistas15. 

12 Demanda de Amparo formulada por la Asociación Nacional de Cesantes y Jubilados de la Superintendencia Nacional de 
Administración Tributaria de fecha 19 de diciembre de 1991, página 6. (Anexo I del Informe de Fondo). 
13 Resolución del 03 de junio de 2005 (Anexo 14 de la Contestación del Estado). 
14 ANEXO Nº 1.- Resolución Nº 51 de fecha 21 de julio de 2005. 
15 Resolución de Superintendencia Adjunta Nº 042-2002/SUNAT del 8 de julio de 2002 la SUNAT, página 3. (Anexo 2 de la 
Contestación del Estado). 
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22. No obstante, por Informe Pericial del 09 de noviembre de 200516 (el cual los RPV 
pretenden que se ejecute), se observó que solamente a 566 pensionistas les 
correspondía el derecho, porque 32 personas no cumplían con los requisitos de ley y 5 
personas pertenecían a otra Asociación. Cabe resaltar que, en dicho informe pericial 
consta la relación completa de las 566 personas a quienes la justicia peruana les 
reconoce el derecho, por cumplir con los requisitos de ley. 

Informe pericial del 09 de noviembre de 2005 (Segunda Pericia). 

3.2. BASE: TÉCNICA 

3.2.1 LIQUIDACIÓN DE PENSIÓN NIVELADA (Anexo No.1) 

La liquidación de la pensión nivelada se ha sustentado en el punto 3.1 Base 
Leg:¡¡J y el procedimiento que indico: 

a) Para tener la certeza si a los Ex Servidores de la Sunat, que indica la 
Resolución Numero Cincuenta y Cinco de fecha veintiuno de julio del ario dos 
mil cinco, les· corresponde el pago nivelado de pensiones y reintegro de 
pensiones. se ha validado dicha inform<afyión, acreditár:,dose'.'.'.que procede a 
566 Ex - Servidores de la Sunat, por cuanj:9 de los 603 trabaJadores, (3?) de 
ellos no cumplen con el requisito indicado: en er Art. 7 de la Ley 2349~ de 
fecha 19/11 /82 y su Art. 11 del Reglamento· del Decreto Supremo No. 001 S:-83-
PCM de fecha 18/03/83 es decir, para tener derecho a pensión nivelada\ los 
hombres con menos de 30 anos y las mujeres con menos de 25 anos, deÍ:D 
acreditar mas.de 20 años o mas de servicios al Estado, otros (57 cinco s x 
- trabajadores de la Dirección General de Contribuciones que- inicia! 

1
...__e___. __ 

-<._ 

estuvieron en el padrón, de Ancejub - Suñat, retirándose de la Asociación 
demandante para inscribirse en la Asociación de la Dirección General de 
Contrib_uciones cuyas pensiones son pagadas por el MEF. (Anexo No.5): 

23. Por tales razones, por Resolución 80 del 03 de marzo de 2006 el Poder Judicial 
ordenó que se nivele únicamente a 566 pensionistas17 y luego, todas las posteriores 
resoluciones judiciales reconocen el derecho a dicho número de pensionistas, así se 
aprecia de la Resolución Nº 247 del 13 de junio de 2007 que aprobó el Informe Pericial 
del 18 de octubre de 2011 (tercera pericia)18 ; así como de la Resolución N° 12 del 15 de 
noviembre de 20171s. 

24. Es preciso destacar que ANCEJUB no impugnó a nivel interno el número de 566 
pensionistas e incluso mediante la Pericia de Parte del 22 de agosto de 20132º, solicitó 
que se reconozca el derecho a dicho número de personas. 

16 ANEXO Nº 2.- Presenta Nuevo Informe Pericial Contable del 09 de noviembre de 2005, página 5 y 6. 
17 Resolución del 03 de marzo del 2003, fundamento noveno. (Anexo 41 del Informe de Fondo). 
18 Consolidado Anual de Reintegros-ANCEJUB SUNAT (Anexo 1 de la Contestación del Estado). 
19 Resolución 12 del 15 de noviembre de 2017, fundamento quinto, páginas 7 y 8. (Anexo 9 de la Contestación del Estado). 
20 ANEXO Nº 3 Pericia de Parte del 22 de agosto de 2013. 
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4.1.2 En el proceso internacional 

25. En el Informe de Fondo, la CIDH sostiene que los pensionistas "gozaron de dicho 
sistema pensionario hasta el 24 de setiembre de 1991"21 , de lo cual se entendería que en 
dicha fecha la totalidad de miembros de ANCEJUB eran cesantes o jubilados del Decreto 
Ley N° 20530, esto ha sido confirmado por los testigos declarantes en el presente 
proceso. 

26. No obstante, en el ESAP22 los RPV sostienen que los pensionistas "entre julio 
1991 y julio 1999 cesaron y se jubilaron un 28.6%"; esto evidencia que el 28.6% de 
pensionistas que han acudido ante el sistema interamericano, no participó en el 
proceso judicial interno, no agotó la jurisdicción interna, no entabló la demanda de 1991 
y lo más grave es que el Poder Judicial no ha realizado el control, por lo que se duda 
que cumplan con los requisitos de ley. 

ios asociados. V ·en un periodo casi. strnlla'r - a9rede.do.r 
d.e 10 años - entre ,JuUo 199:1 y :jullQ :1.9,99 cesaron y 
.se .;jubllaron un 2.S.6PA;, de· los .. asoctados, que. 
·reportaron sus· datos .. para·.este l:nfo.r.rr.>e.,. 

. . . ~ 

Fecha de cesey!}ubilación (%) j 

3S.7 .• ,./ 
.,28"6. 1 

FBB/8"1.­
BNE;/91 

FEB/9:L, -· 
.MAR/9:1. 

16~3 

liJIBJi¡f 
·ABR/91-

Jt:J'N/91 

\. 
). 

27. Los RPV son plenamente conscientes de la existencia de pensionistas que no 
cuentan con los requisitos legales para acceder al régimen del Decreto Ley Nº 20530, 
pero que fueron incorporados indebidamente por la Asociación, prueba de ello es la 
versión de una presunta víctima en el anexo 4 del ESAP, quien dijo: "En una resolución 
judicial mi nombre dentro de los que se nivelen, pero no había cumplido los 20 
años, ese es mi temor. Hay varios casos. Quizás por eso tengo la angustia"23 . Es 
preciso destacar que, de acuerdo a la Constitución de 197924, aplicable al tiempo en que 
se emitió la Sentencia del 25 de octubre de 1993, para acceder al régimen del Decreto 
Ley N° 20530 se requiere como mínimo 20 años de servicios. No se debe olvidar que 

21 Informe Nº 41/17 del 23 de mayo de 2017, párrafo 11. 
22 Escrito Autónomo de Solicitudes, Argumentos y Pruebas ESAP, página 9. 
23 Pericia Psicológica, página 19 (Anexo 4 del ESAP). 
24 Constitución Política de 1979. 
OCTAVA.- Las pensiones de los cesantes con más de veinte años de servicios y de los jubilados de la administración 
pública, no sometidas al régimen del Seguro Social del Perú o a otros regímenes especiales, se nivelan progresivamente 
con los haberes de los servidores públicos en actividad de las respectivas categorías, durante el termino de diez ejercicios, 
a partir del 1 de Enero de 1980 deben consignarse en el Presupuesto de la República las partidas consiguientes. 
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ANCEJUB efectúa descuentos mensuales a los pensionistas, por ello tiene interés en 
incorporar al mayor número posible de personas en calidad de asociados. 

4.2. Observaciones a la presentación del escrito denominado "Comentarios al 
Informe Nº 161-2018-JUS-CDJE-PPES formulado por los RPV" 

28. Mediante la Nota CDH-7-2017/043 de fecha 28 de noviembre de 2018, la Corte 
IDH remitió al Estado peruano el escrito mediante el cual los RPV presentaron sus 
observaciones a las excepciones preliminares opuestas por el Estado peruano en su 
escrito de contestación al sometimiento del presente caso, las cuales fueron formuladas 
en estricto en las secciones 3 (relacionada a la falta de agotamiento de recursos de la 
jurisdicción interna) y 4 (relacionada a la falta de competencia de la Corte IDH para asumir 
un rol de cuarta instancia), toda vez que el resto de argumentos expresados en dicho 
documento tuvo por finalidad presentar alegatos sobre el fondo de la controversia; 
lo que vendría a constituir una especie de segundo ESAP, máxime si en dicho 
documento los RPV han incorporado prueba y han planteado a la Corte IDH como 
pretensión que "la Honorable Corte desestime los argumentos expuestos por el Estado en 
su Informe Nº 161-JUS-CDJE-PPES (Escrito de Contestación del Estado Peruano (sic) al 
Informe de Fondo Nº 41/17 de la Comisión lnteramericana de Derechos Humanos y 
Observaciones al escrito de Solicitudes, Argumentos y Pruebas de los representantes de 
las presuntas víctimas). 

29. El Estado peruano invoca a esta honorable Corte IDH valorar los argumentos 
expresados por el Estado peruano en el Informe Nº 108-2019-JUS/CDJE-PPES del 17 de 
abril de 2019, toda vez que el accionar de los RPV contraviene las reglas del proceso 
internacional plasmado en el artículo 40 (con relación al momento procesal oportuno para 
presentar el referido ESAP y los aspectos esenciales que debe contener) y el artículo 42.4 
del Reglamento de la Corte IDH, conforme fue expresado en el mencionado Informe. 
Sobre el particular, el Estado destaca que ha demostrado una conducta respetuosa de las 
reglas del sistema interamericano con arreglo a un debido proceso en todo momento de 
esta presente controversia, lo mismo debería ocurrir con los RPV, por principio de 
igualdad procesal. 

30. Por tanto, el Estado solicita a la honorable Corte IDH, que la prueba y los 
argumentos de hecho y derecho remitidos con posterioridad a la presentación del 
ESAP no sean admitidos por la Corte IDH, por resultar extemporáneos. 
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5. PUNTOS CENTRALES DE LA DEFENSA DEL ESTADO PERUANO 

5.1. Regímenes laborales en el Perú 

31. En el Perú existen dos (2) regímenes laborales generales que se aplican a los 
trabajadores. De un lado, se tiene el régimen laboral público, y de otro, el régimen laboral 
privado. 

32. El régimen laboral público en la época de los hechos y hasta la actualidad está 
regulado mediante el Decreto Legislativo Nº 276 - Ley de Bases de la Carrera 
Administrativa y de Remuneraciones del Sector Público, publicado en el Diario Oficial El 
Peruano el 24 de marzo de 1984. 

33. Cabe precisar que el Decreto Legislativo Nº 276 fue promulgado cuando se 
encontraba vigente la Constitución Política del Perú de 1979, la cual disponía en su 
artículo 60º: 

Lstcn!! Ju;ticú, 
)OereChoS Humn.-...r!', '. 

, PROCURADOR ¡ 

"Artículo 60.- Un sistema único homologa las remuneraciones, bonificaciones 
y pensiones de los servidores del Estado. La más alta jerarquía corresponde al 
Presidente de la República. A continuación, a Senadores y Diputados, Ministros de 
Estado y Magistrados de la Corte Suprema. [Énfasis agregado] 

1 PUBLICO 
ESPECIALIZADO : 

suPRANA~º;~ ·34. De otro lado, se tiene el régimen laboral privado que en la época de los hechos se 
C REA , "• 
· encontraba regulado mediante la Ley N° 4916 - Ley del Empleado Particular, publicada 

en el Diario Oficial El Peruano el 29 de febrero de 1924. Esta norma es el antecedente del 
Decreto Legislativo Nº 728 - Ley de Productividad y Competitividad Laboral (vigente en la 
actualidad). 

35. Teniéndose claridad sobre los regímenes laborales generales que existen en 
el Perú, conviene recordar que los miembros de la ANCEJUB siempre trabajaron 
bajo el régimen laboral público, tanto cuando laboraron en el Dirección General de 
Contribuciones (DGC) del Ministerio de Economía y Finanzas, como cuando 
laboraron en la SUNAT. Al respecto, debe recordarse que, la SUNAT fue creada en 
1988, mediante la aprobación de la Ley N° 24829. En tal sentido, mientras laboraron en 
ambas oficinas estuvieron sujetos al régimen laboral público. 

36. Para mayor entendimiento, se presenta un cuadro que señala cómo conviven los 
regímenes laborales generales y el Decreto Legislativo N° 673, que será materia de 
comentario en la siguiente sección: 
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5.2. Particularidades del régimen previsional del Decreto Ley Nº 20530 

37. El régimen previsional del Decreto Ley Nº 20530 fue promulgado el 26 de febrero 
de 1974, básicamente con el fin de permitir que los trabajadores del Estado que no 
pudieran acceder al régimen previsional del Decreto Ley Nº 19990 que creó el Sistema 
Nacional de Pensiones, puedan acceder a una pensión. En ese sentido, el régimen 
estuvo concebido como un régimen cerrado desde sus orígenes, convirtiéndose así en 
régimen previsional especial. Prueba de la excepcionalidad del régimen es que se creó 
con la finalidad de que comprenda a los trabajadores de la carrera administrativa que se 
encontraban laborando hasta el 11 de julio de 1962. 

38. Para poder acceder a dicho régimen y tener derecho a una pens1on se exigía 
como requisito tener quince (15) años de servicios para el caso de los hombres y doce 
años y medio (12. 5) para el caso de las mujeres. 

39. Cabe precisar que tal como fue concebido en sus orígenes, este régimen 
previsional no consideraba la figura de la pensión nivelada. Es recién con la Constitución 
Política de 1979 (que es posterior a la creación de este régimen previsional) que se 
consagró dicha figura. Así, la Octava Disposición General y Transitoria señala los 
siguientes términos: 

"OCTAVA.- Las pensiones de los cesantes con más de veinte años de 
servicios y de los jubilados de la administración pública, no sometidas al 
régimen del Seguro Social del Perú o a otros regímenes especiales, se 
nivelan progresivamente con los haberes de los servidores públicos en 
actividad de las respectivas categorías, durante el término de diez ejercicios, a 
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partir del 1 de Enero de 1980. Deben consignarse en el Presupuesto de la 
República las partidas consiguientes." [Énfasis agregado]. 

40. Conforme se aprecia, para poder acceder a una pensión nivelada se necesita 
contar con un mínimo de veinte (20) años de servicios. Contrario sensu, si no se llegara a 
esa cantidad de años, se tendría derecho a una pensión, pero no a una pensión nivelada. 
De igual forma, debe destacarse que la disposición citada señalaba expresamente que las 
pensiones se nivelaban con los haberes de los servidores públicos en actividad, es decir 
con las remuneraciones de los trabajadores sujetos al régimen laboral de la 
actividad pública. 

41. De acuerdo al artículo 60 de la Constitución Política de 1979, la nivelación de 
pensiones del régimen público debe hacerse dentro del Sistema Único Homologado de 
remuneraciones y pensiones del sector público impuesto a nivel constitucional. 

42. Posteriormente, a fin de regular la disposición constitucional antes citada se 
aprobó la Ley Nº 23495, publicada en el Diario Oficial El Peruano el 20 de noviembre de 
1982. Esta norma fue reglamentada mediante el Decreto Supremo Nº 015-83-PCM 
publicado en el Diario Oficial El Peruano el 18 de marzo de 1983. Ambas normas 

- \ establecieron cómo debía efectuarse las nivelaciones. 

Cabe precisar que la Ley Nº 23495 señalaba expresamente que la nivelación 
efectuarse con los trabajadores del régimen laboral público en los siguientes 

"Artículo 1.- La nivelación progresiva de las pensiones de los cesantes con 
más de 20 años de servicios y de los jubilados de la Administración Pública no 
sometidos al régimen del Seguro Social o a otros regímenes especiales, ~ 
efectuará con los haberes de los servidores públicos en actividad de las 
respectivas categorías[ ... ]." 

44. De forma posterior, se aprobaron diversas normas que iban en la misma línea de 
señalar qué parámetro debía emplearse para efectuar las nivelaciones de pensiones, que 
no es otro que las remuneraciones de los trabajadores activos del régimen laboral público. 
En ese sentido, debe dejarse en claro que desde que se incluyó la figura de la nivelación 
estuvo claro cómo debía ser aplicada. 

45. Adicionalmente, como ha sido de conocimiento de la CIDH y la Corte IDH, se 
realizó una reforma constitucional -mediante la Ley Nº 28389 publicada en el Diario 
Oficial El Peruano el 17 de noviembre de 2004- que cerró definitivamente el régimen 
previsional previsto en el Decreto Ley Nº 20530. De igual forma, mediante la Ley Nº 
28449 se establecieron nuevas reglas pensionarías, determinándose topes pensionarios, 
de modo tal que las pensiones no podían ser mayor a dos (2) Unidades Impositivas 
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Tributaria25 (UIT). Con base a la normativa citada, se proscribió la nivelación de pensiones 
y se optó por la figura de los reajustes pensionarios que precisamente se han aplicado a 
los cesantes del presente caso. 

46. Ahora bien, pese a la claridad de la normativa citada, en la práctica sucedió que se 
desnaturalizó la figura de la nivelación. Así, sucedió que se emitieron decisiones que 
cruzaban los regímenes previsionales, generándose que la nivelación se efectúe en 
algunos casos con los haberes de los trabajadores pertenecientes al régimen laboral 
privado. 

47. Cabe precisar que esta materia fue conocida en su oportunidad por el Tribunal 
Constitucional, quien desde el año 1998 emitió fallos corrigiendo las confusiones que se 
habrían producido en torno a la nivelación. En todo caso, el asunto fue definitivamente 
zanjado con la emisión de un precedente vinculante del año 2003, recaído en el 
Expediente Nº 189-2002-AA!TC, Caso Carlos Maldonado Duarte. De esta forma, a la 
fecha existe una unidad de criterios sobre este aspecto, de modo que no existe duda 
sobre el hecho de que las pensiones se nivelan progresivamente con los haberes de los 
servidores públicos en actividad que pertenecen al régimen laboral público. 

48. Si bien a la fecha la nivelación ya fue proscrita, la misma estuvo vigente hasta el 
año 2004 en el cual se produjo la reforma constitucional, por lo cual todo cálculo 
correspondiente a las pensiones con base al régimen previsional del Decreto Ley Nº 
20530 se efectúa considerando tal límite normativo y temporal. 

49. En adición a lo señalado, debe destacarse que el Decreto Ley Nº 20530, 
establecía la naturaleza que debían tener las remuneraciones para que tengan el carácter 
de pensionables. Así, el artículo 6 señalaba lo siguiente: 

"Artículo 6.- Es pensionable toda remuneración afecta al descuento para 
pensiones. Están afectas al descuento para pensiones, las remuneraciones que 
son permanentes en el tiempo y regulares en su monto." 

50. El carácter pensionable o no de las remuneraciones es un aspecto relevante en la 
presente controversia y, en ese sentido, conviene tener en cuenta que solo las 
remuneraciones sujetas a descuento tenían el carácter de pensionable. Este aspecto 
guarda relación con lo que será abordado en la siguiente sección. 

5.3. ¿Qué disponía el Decreto Legislativo Nº 673? 

51. El Decreto Legislativo Nº 673 (publicado en el Diario Oficial El Peruano 24 de 
setiembre de 1991) denominado también "[e]I régimen laboral aplicable al personal de la 
SUNAT, será el de la Ley 4916, ampliatorias, modificatorias y conexas, con excepciones y 

25 Para el presente año 2019, se ha establecido que una UIT asciende a S/ 4,200 soles. 
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precisiones establecidas en la presente norma legal", tal como su propio nombre lo indica 
tuvo por finalidad regular el régimen laboral de los trabajadores de la SUNAT, el cual era 
el régimen privado. 

\

y {10CURA00R \ 
? LiCO , 

es?:ALIZADO \ 
1!3U?RANAC~ONAL_ .' 

c. REAN° t'. 52. Conforme se aprecia de la imagen, la norma estableció que aquellos trabajadores 
que continúen laborando en la SUNAT, es decir, aquellos que decidieron someterse a un 
proceso de evaluación y superaron los exámenes para continuar laborando en la SUNAT; 
tenían dos (2) opciones: a) pasar al régimen laboral privado o b) continuar bajo el régimen 
laboral público. 
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DECRETO LEGISLATIVO N.°.. 673 
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aervidore& a. que se refiere el 1nciso e) del ut· 
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D1chs.s pension(lfJt rernunaractones 1/0 slml 
lares. que pegue el Mlnlster1o de Economra y F1• 
na.mas tendrán como referencia. inclusive Pata 
su homologación, Tos que dicho M.ii:rlsterlo pap 
conforme al Decreto Legislativo Z76. En ~ 
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is.clones que pque la SUNAT al pemor:¡at BUJe· 

• la lAJ 4916. 

53. Para aquellos que decidieron permanecer sujetos al régimen laboral público se 
creó un régimen especial de excepción, plasmado en el artículo 3 del Decreto Legislativo 
Nº 673, de tal manera que sus remuneraciones pudieran equipararse a las 
remuneraciones de los trabajadores pertenecientes al régimen laboral privado, en 

1__;;:.:..;;;_-:=:-::~· atención a que los salarios de estos últimos eran más elevados. 

54. En ese sentido, atendiendo al principio de equidad salarial, se estableció un 
concepto denominado "mayor remuneración" o "remuneración diferencial" (artículo 3.c) 
que se encuentra destacado en la imagen superior), el cual según disponía la norma tenía 
el carácter no pensionable por no encontrarse sujeto a descuento para efectos 
previsionales. Esto último de conformidad con lo dispuesto en el Decreto Ley Nº 20530 
que disponía que solo era pensionable la remuneración sujeta a descuento, conforme fue 
precisado en la sección anterior. 

55. Asimismo, el citado Decreto Legislativo Nº 673 estableció en su Tercera 
Disposición Transitoria la transferencia al pliego presupuesta! del Ministerio de Economía 
y Finanzas de la recaudación de las aportaciones y atención de las pensiones, 
remuneraciones que le correspondería pagar a la SUNAT. Es decir, dicho Ministerio 
asumió la labor que en principio le correspondía a la SUNAT en cuanto a las pensiones. 

56. Dicha disposición también precisaba que las pensiones que pague el 
Ministerio de Economía y Finanzas deberán ser aquellas correspondientes a las 
remuneraciones que pagaba SUNAT al personal sujeto al régimen laboral público, 
estableciéndose expresamente que las homologaciones nunca debían efectuarse 
con los haberes del régimen laboral privado de la Ley Nº 4916. 
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57. Conforme se aprecia de lo expuesto, el Decreto Legislativo N° 673 no suspendió el 
pago de las pensiones -tal como afirmó el representante de la CIDH durante la Audiencia­
lo que además quedó corroborado con la declaración testimonial que rindió la señora Ana 
María Ráez Guevara. 

5.4. ¿Qué demandó la ANCEJUB en el proceso de amparo? 

58. Conforme se aprecia de la Demanda de Amparo formulada por ANCEJUB con 
fecha 19 de diciembre de 199126 , la Asociación demandó lo siguiente: 

• La inaplicación de la Tercera Disposición Transitoria del Decreto Legislativo Nº 673 
(único dispositivo legal cuestionado). 

• Se reponga el derecho a nivelación y se ordene los reintegros de pensiones 
(omitiendo precisar la forma cómo pretendían que se liquide la nivelación y sin 
señalar el monto de lo pretendido). 

Gu1=t, Dt:::MANDA la I NAP' •. t. i-::AG ION ;:a; 1 os ¡;;;~,. - . 

5erv.idores de la SUNAT ~ con det,-ech(.'l a per,;::·.ibi,1- p<i=!l"IS l6n de 

c::es a.n t,1. a o 

la. TERCERA 
reponi.endo 

de .:íu.bi.lac:.ión bajo e·l reg:tmen 

DISPOSlCION TRANSITORIA, Pi;il-
detl 1).1.,.,; 2053(),,, de' 

n .. 1.c:a. N9 673.,:· 

percibir 
i 

Pens:ión d~ C~j3'.t"lt.t¡¡¡; de:, 

Jubi.,lat:;f,ón renovable n.ivel~.da c:on. l.ms r<:;!mu11erat:i.ont'!s de los; 
', servíd'ore$. a,c:tívos de la Sl.JNAT" ';( Ol"d<!rrhl!tHc;lq \";'l, r~.i.r.1t~1;:p-o de 

1
• l·oj:¡- -:itl·.c:remen·tos dejados tje a.borí<'!lr pur la SUNA:,. a 'Pc\\.t ·t:l.r Me l ~ 

vjg,enr.--.:i.a de la ru,úi?Va escala sa.la,•:!.,"it-1, ccr, sú,i; r-t,'ápe-·i:\:i.vo~ 

'de Ámpa.ro 

o~ spo'5i.c::í6:n 

Jub~ lados de 

'F'n~c:i;a y . c:tirtcret.a-mf!H'\'!\:,e) éM er,,ta Ac:c¡;.tr:. 
DE.MANDAMOS LA INAPLICACÜJN de 1.a ;-¡.Té¡;c:ia~· 

~ . ~ .. '· .. : 
Transitoria. del D:L1:29. ~73 a los;1:c::es¡a.nt~s1 

l.a SUNAT con thitr-Ett:ho "'' pen-s.;ión 1,ii,nqv~ble-, b·¡jfL, 
~ ' ... -::, 

régi.men del D.L. 20530~ t·ee~ableci.endo s~t ,dr3rec::ho ,eo;,c;,.,;,r"'"··" 

. ~ lQ. homolcigac.ión da di.t:.h~ti pe-rtsi.one$. e~.ri ::;i.;acu re~une;a.df 
· de 1,.cis s~rv;\,dOrG!!ii en ókct::l.vid~:d y ordiarra,11,clo:~el. · ,Jeit-:ftai,.;fn : 

1 as s1,;,tmas, .tr1dF.?t:l.idar,i•e.n:t::~ . dei:)i!.cl~~ cf'!. ~t,pij'~;!" . . · ·"·"' 
:Pe>R'CCY 'EXPúESTO . .. t ;j:c¡f a:ii~iódo fsof~ , 

adm:Ltir la pyes~n:t:.Í'¡t d'E!mand..-ap tramitat"l~ fccit't'1'órme .\ª 1a·:, ~ 
. ~~ ,~;"',r~~'f~, 

26 Demanda de amparo del 19 de diciembre de 1991, páginas 2 y 12 (Anexo I del Informe de Fondo). 
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5.5. ¿Qué señaló la sentencia del 25 de octubre de 1993? ¿Cuáles eran sus 
alcances? 

59. La Sentencia emitida por la Corte Suprema de la República en fecha 25 de octubre 
de 199327 fue congruente con el petitorio e inaplicó el único dispositivo legal que fue 
demandado. 

• Declaró inaplicable la Tercera Disposición Transitoria del Decreto Legislativo N° 
673 (la Sentencia no inaplicó otro dispositivo legal distinto al demandado). 

• Dispuso que se nivele y reintegre las pensiones (pero no determinó la forma cómo 
debía liquidarse el importe, ni tampoco determinó el monto que debía ser pagado, 
por no haber sido demandado). 

j~V~Ca.nd.o 1a a.pi3J..ada ~ecle,~-a.rc:n~~-!i.~~ :~,,~~ ~í:.5n .. a:e.7 ·:.: i: 
5~p,,¡g::-~ ; e :c. e onau cuo ne ia i:i\;1:,n;..J;;i.c.nb:;l;o.::;~: .. \"Co-0 :a:.:.~'Jf.ii;:~:0:;r;'e-~ :.p.e ;;.1.~, : ff 

·,ju:perinte:ode:nc ::La !To.e ::lo:o.a.J... de ..!. dm.:i.ni. o trac;i6.o. :r,f:ibt:d:,e:c:i.8:;j.m:1.8,~b:ifi ,l; 
~l~ Tª .A.aoo:l.ao:i.6:o, o.ctora co.n. do~cll.o ~ j;.orc:í:bi{pe.n.a:L6~1da ju}!AU,;\J 
i:;l...a.QÍÓ:C. O Oeae.ntía. ?-l. tlm:pa..:r;"O da].. D:ecroi;c, ::I...o:y. Vftnt;é. ~lq~~~r; i 
/toa. t.:r;-e::i.nta¡. c:u:yo do1-ec1:>o oqtá. roeo:i:.oc:Ld.o..,:P~ féi-;-~~~::::P±ª~f . .:i 

·;.; l?iO:i.ÓD. !C;:'..a,.rua;i.,j¡.or:1.A, d,oJ. .DQ-cx-t:,tp···:ÓO:g±u;;J;;i.L~:-~~~j;,~e°.a~XL':"!f .. ·~ ~. ' . .. " . ~ ,. ~~ .... ,,, f~f:l .i qzjia:o.o.ro51- :Loo ooa. ro~µoe·-l,-:-o.'·'Gr··,T,:f·.rtr. .. c'l:ío"fi :pb~c:t.,~;:·;;;!f( ,.) 

= .. ;.:..C-<'..t . ··- . ¡ : 
. Ei,L.~~ue· :Leo c:or.:róopo:oiio. • l~;¡¡:9.1.'a'd'i:?'~ou :U,.o ·;oni,1., .. :,::u:>..rao!.o~b .i~'7 '., 

. i~~- e,;·~a..;~;. a..;,t:i:v;;,.o· ··do :L.:;: Su:pe:r:í.n:tcnd;;,nc:1.:J° llae:1.0.oa.3.. .a.i."'-' ..t.:\~"-J .. ~ ... .. . . ~ ~ 

·r .. .mii.::!.s"t:rac:f.6~.'!I!:ri1::n:,.:ta.:ríb. y ·o·o 1.oo =~~~,,.,,1.6_.a,·~~~ . 
~'(_~.. .._ ~ - ~ • ' • • • ..;-+~ f· t_~ ~~=::J - I' 

f,! .• ~e..: .. Jl..9. .. _,pe~;i.~~ ,P,~O o.o;,:;u:u;,-cu~D<>:i..;;,.··::<l.& 1o.c·'Gcp3,,i-oa,o.;i.có;a..:4.e .. ;¡.,:a. ·.-. r 
· ¡¡,.e~~:c;~;ds~:!t!e:rcacr.a.-- .. :0;1...apoa~.$,n .... ~;;1,..t,;;,r.;i..e. '?-~+ -:o.~t~,::~F"tt'r 

;k 1a.;~o--sa.:1..ao.j,,'¡.¡..xi,t.::,s . ..sa~a;o;t;;i,i:;.r.ós ;~IDAl?ON: q:u¿; ~ "jocuto=#-,e.d..a.;".?-~!l'. J 
~t: sed ::La p:r:.-eosa:x,.to· :rooo1uc:i.6n oe pub1.ique on e:l.. }):L=ío 9±ío::L.a.:l.. :..:..,f . 
t-.... ~ ~ • ¡'i \-•~r .... .;.4: :1 
,f;. "J:O:.Pa:ru..o=o" ·c:io;;i-:..--:ro do.J.. -tó:r~no. prc,·.r;i.oto po:r..· ,<>1..-a.:rt~~~o .;;~~t~ . 
• rant:i.d.6s de J..a· 1e:,r vo::1.::C..titr-5::, m.1.1 qu::Lnion.1.oo 'aoi.S; ·y .:Los 4"T~:l. , . .. t _,.. . .,..o, 

v:t.e2¡0.1:1. · .. · • ··,e- ,.,,i; , .. •• • . 

60. Del mismo modo, es preciso observar que ANCEJUB nunca demandó la 
inaplicación de otro dispositivo legal normado en el Decreto Legislativo Nº 673, tal es así 
que la Sentencia del 25 de octubre de 1993, no inaplicó el literal c) del Art. 3 del Decreto 
Legislativo Nº 673. 

27 Sentencia del 25 de octubre de 1993. Texto completo en el Anexo 2 del ESAP. 
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ANCEJUB NO DEMANDÓ INAPLICACION DEL LITERAL C) DEL ARTICULO 3° D.LEG. Nº 673 

'/tef~~~~' 'riiSÍ:,6$i¿ióri-<,Tran·-s1t~rÍ~~~ , ,' .. -·-· :, .. , 
Trar,sfiérase al ~liego Prti!St.clp,uestar .·.· · • · ··. · • ·. 
dél MinistE;>ri.p. ,de.•. Economía y 'Artíc:ulo 3"-­

' Finanzas, · ... 1a f'ecaudación. de las ·· 
· aportaciones- y. la atencíón ide las. c} La__ . ma. yor ;,k;,.._···.ll.ne_ r, ª· ció,n , , q ... u_ e pensiónes, ·, •. remuneraciones , y/o 

. isirnilares que correspondería paga1'." correspon(;fa, al trab<3ja(;for,por. efec:to.·de 
·a Ja. S.Ul\!AT ,a. s_us pensionistas, lo (;fispUe!S-t<>. en. los• párrafos• a) '·y b); 
. jubilados y,, ce~antes comprendrdos · .. tendrá el carácter de'. no. pénsionable 
en. ,el· régi_m<\l'n .,del Oe,:::reto.· .Ley para_ <·· aquellps .,., .;. ·trabajadores: 
•20,5:so, y aquetl<:>s .se]'.Vidores a que comprendidos en el régirnei:-i jubitat<>rio 
se refiere el inciso c) del· a.r:tículo .3º del pec,:eto Ley Nº 20.s.so: · 

. del pecrfi>.~o Legis.lativo 639, · 

61. Los RPV entienden erróneamente que con el amparo constitucional que concluyó 
con una sentencia favorable a favor de ANCEJUB, se ha derogado todo el régimen 
regulatorio del Decreto Legislativo Nº 673 y por ello en ejecución de sentencia las 
presuntas víctimas pretenden derechos que no están reconocidos en la sentencia emitida 
por el fuero interno, como se detallará en el presente alegato. 

5.6. ¿Por qué la sentencia del 25 de octubre de 1993 no podía pronunciarse sobre 
aspectos que no fueron demandados? 

62. Porque a la fecha en que la Corte Suprema de la República emitió la Sentencia, se 
encontraba vigente la Ley de Habeas Corpus y Amparo Ley No. 2350628 y el Texto Único 
Ordenado del Código Procesal Civil29 , dicha norma establecía lo siguiente: 

Título Preliminar del Código Procesal Civil 

Artículo Vil.- El Juez debe aplicar el derecho que corresponda al proceso, aunque 
no haya sido invocado por las partes o lo haya sido erróneamente. Sin embargo, 
no puede ir más allá del petitorio ni fundar su decisión en hechos diversos de los 
que han sido alegados por las partes. 

63. En consecuencia, lo resuelto por la Sentencia del 25 de octubre de 1993 fue 
congruente a lo demandado por ANCEJUB, dentro del marco del debido proceso. 

5.8. ¿El Estado peruano cumplió con ejecutar la Sentencia? 

64. El año 2002, se requirió a la SUNAT y al MEF el pago de pensiones niveladas30 . 

La SUNAT determinó el monto de las pensiones de los pensionistas considerados en las 

28 Ley No. 23506 vigente desde el 08 de diciembre de 1982. 
29 Texto Único Ordenado del Código Procesal Civil, publicado el 22 de abril de 1993. 
30 Resolución del 24 de junio de 2002 (Anexo 25 del Informe de Fondo). 
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planillas del MEF y por Res. 042-2002-SUNAT del 08 de julio de 200231, dispuso: 1) 
asumir el pago de pensiones; y, 2) determinar que, no existiendo diferencia entre los 
montos de pensiones que asumía con la que venían percibiendo del MEF no existían 
reintegros pendientes. 

65. Cabe destacar que, desde la indicada fecha, la SUNAT viene asumiendo el pago 
de las pensiones de los miembros de ANCEJUB niveladas con las remuneraciones 
pensionables de los trabajadores activos de la SUNAT sujetos al régimen laboral de la 
actividad pública, regulado por el Decreto Legislativo Nº 276; las cuales nunca fueron 
materia de suspensión o reducción. 

SE RESUELVE::: 

Articulo ., ..... - Oes.pooc, <:tUQ, a p¡tlrtír ,del mes de a~ do .2002 y~ -e::u.mplinlionto de- la 
El~~.SVPN:>tna <::kl:I 25 da~ de '1993.. 'do lO ~ pcr ot: 'Trit::,unu., ~t 
oi 1:0 oo ma.yo d>CI 2001. de- 1o ~ POt' ci.t s~ Tcnxu- JuzOQdo- Civil -oe Uma y 
do tteUC-rdo a to o-!'Stm)t~kio en ta. Ley N"* 27719,.. ~ SUNAT ~ o:, paca do las ~monos 
do oosantra o Jubltaclón de ~ ~ sorAdonit• quo- :Se ~ en 108-~ ~ .a. 
esta ~'Oelón~ de acuerdo.a tos,. ,rnootos dotladt.ados; en. lo$ m~ 

Arttcuto 2"" ~· Ootorminar quo~ no ~ .cUtorcncta .ontTC- ice: ~-dotas p,en~s a. tas 
Q\.tO '$t;l ·ro~ -of .o.,·rtcc.do lllA'«»"-íO< y ta& q¡u,e-~ 0)(" "$$~ vi,¡¡Jnon ~ por P3:rto 
oot ,,.ul'Mst.ot'fo<t• eec,n,o.rn-tay ~ no-~e ningón :roi~qucs ~ .:l suf.avor. 

66. Para verificar el cumplimiento de la sentencia, se dispuso la elaboración de una 
pericia. El 2003 el primer informe pericial determinó el monto de S/ 442'404,571 32 millones 
de soles ($134,061, 991 millones de dólares aproximadamente). El 2005 se detectó que 
los cálculos se realizaron en base a las remuneraciones del sector privado y se desaprobó 
el informe33 . ANCEJUB impugnó porque el juzgado estableció que no procedía dicha 
nivelación con las remuneraciones del sector privado. El 2006 se confirmó lo resuelto y 
dispuso que el reajuste se efectúe con las remuneraciones de los trabajadores 
activos de la actividad pública, mediante una segunda pericia34. 

31 Resolución de Superintendencia Adjunta Nº 042-2002/SUNAT del 08 de julio de 2002 (Anexo 2 de la Contestación del 
Estado). 
32 Informe pericial del 03 de abril de 2003. Anexo 31 del Informe de Fondo. 
33 Resolución del 05 de mayo de 2005. Anexo 3 de la Contestación del Estado. 
34 Resolución del 08 de mayo de 2006. Anexo 4 de la Contestación del Estado. 
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SALA ESTABLECE QUE NO SE PUEDEN CRUZAR LOS REGIMENES PREVISIONALES 

CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA 
SEXTA SALA CIVIL 

._... ·'"'• "-' -'." 

lntcrprem lo ejccutórlado J>()( d Superior tuam» dispone :1lflC eJ reajUSle sii haga én 
SS.NlQUE!lll'ERALTA relación.a los SCl'/idorcs ~táil'idaddtluntidadcnÍaque)abo¡aronios ~-

~t't~~~~~=EDOY" in __ te~•de la_m_cna __ · ·111(,.· . ~ts ~-º.· ~~~-·' • .. *_._ IDilllbaj_ad_. PIÜ_~v __ Ol. dcSUN_ · ·>:_:r 
EXP.E:01F..NT.El\"Ú'MER0l494-200S ,, . ._~1,...;~·,ú.,.,f,~:,.,,,¡ 1-·,.,'h · ,,' · - - , ,- .~·, ', 

RESOLUCIÓN NÚMERO CINCO .,. : f> ,;,., : · · .. , $~jetos 111 résmitn labonll dé litctlvidad públia. rt&Uflllcpoutdccreto l.:gislaüvo 

l;1_~!~:yo ';,::..:~i~~".;_; ¿o}J/,;,:r) 276, IIOlfflÚ CO~ashomplt1nenlaria$& con!O!lllidad®ll lo p·cn~ á!tlcnlo 
ct =ore O jubil•do, nrigmar• e cf'iñi.~;·ioo~"ii•• 6". del D.L 20530, 1rtlculo s• de III Ley 2J49S ytl at!kUlo $",dtlD.S. Ol~·l'CM; 

<onespoodc al 1rabajadoractivo"; por lo &nát c:sulta inn<pble que los trabajadores SEXTO: Qué, ~áminielue, lt clabmcióti 'del dicumaí pericá\ toínand!icii~ 

do Sú'NAT, en g<IICllil, son S<tVioorco públi~. indepen<lien1'1ll<llle del régimen referencia la plaú de los lrtlbajadorts de Sl.n"<AT tom¡,rcndioos el! el !égimel! 

laboral al que por lty ¡,,:nen=, <111~ l"<" elec«>t <lo la l><>inok>gación o 
·. nivf lación se lulbti de«>nmmr la IICÓ:~~ que debe txalit=<l réginien laboral de la actlvidad privada deviene trl'ffl, ajl!SWltklst lo tcsuclta por el A quo a los 

laboral .al que pe~ e1 pe1llioa y el 16gimen lál>ottl í que per!ine<e .el 
' trabajador )1<1ivo, .••1m6!1 11 q,Ío . l• .aiexíÍkom en . ..-o ¡,als de. li'1tlmS 
remunmñvos di(crencidoi no put<li ser Í~l •fui <uando <llo ~ con 

infroa:ión dé lo cowgr,do cn el 11rnculil 1H de l• C<>n,tituc:ión Política del E.liado de 

1979 vigente a la fecha de la_<:j«:Utoria, sl!uaciónqu< subsislt <tt la :adU>tidad por lo 

quo,on t,ntá no${ ~lmállli sisltma illlko~ ~ ~ .. f 
pcnslollill d•J• ~· Públioc la Jllvelacióo.dcl los sav/driios ;,úblÍcos deber$ 

tc$f1C)l1rtlfégimell i.bíÍraJ ~ O pi!vído ~ sel el caio; y« 3SÍ ~IDO ha de 

67. En el 2005 se elaboró un segundo informe pericial, por el importe de S/ 
2'921,375.25 millones de soles de pensión mensual nivelada para 566 personas, lo cual 
suma S/ 455, 734, 539 millones de soles, y S/ 332'226,293.00 millones de soles por 
reintegros de incrementos dejados de percibir y, adicionalmente un monto de S/ 130, 
041,363 millones de soles, lo que sumado da un monto de S/ 918, 002, 195 millones de 
soles, aproximadamente un total de US $ 278, 182,483 millones de dólares35. En el 2006 
se aprobó la pericia y se ordenó que la SUNAT nivele las pensiones con la "mayor 
remuneración" "no pensionable" que perciben los trabajadores del sector público36

• La 
SUNAT impugnó la segunda pericia. 

68. El 2006 se determinó que el perito incurrió en error al haber inaplicado el inciso c) 
del artículo 3 del Decreto Legislativo Nº 673, que establece que "la mayor 
remuneración" tiene carácter no pensionable para los trabajadores del régimen del 
Decreto Ley Nº 20530, se precisó que "no resulta lógico que los pensionistas que nunca 
percibieron dicha mayor remuneración la deban percibir y quienes la vienen percibiendo 
durante su actividad laboral no la perciban al cesar''. Por lo cual declaró nula la resolución 
y ordenó una nueva pericia. 

35 Ver el ANEXO Nº 2 del presente informe. Nuevo Informe Pericial Contable del 09 de noviembre de 2005, página 1 O. 
36Resolución 80 del 03 de marzo de 2006. Anexo 41 del Informe de Fondo. 
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SALA ESTABLECE QUE EL LITERAL C) DEL ART. 3º NO PUEDE INAPLICARSE EN EJECUCION DE 
SENTENCIA PORQOE No FUE IMPUGNADO POR LA ANCEJUB 

:¡ :QllF.NPERAI.TA 

lv.xP.s· u26- 06 AGl1AoosoToMAYoR DEC~&BON NOL\ . ·. la ~J~ .numero ochcnia, ddo~ seiscientos ¡ 
~Rl>SOJ.VCJÓN NUMERO eincuentiocho a ~WéQtQS setentlf¡~ 9ue declaia.Jnfu~d~faS óbsctva /QtS ! 
~w.~.. V<mlh:u•= de julio <kl 4os mll • .;... fonn. ufadllS_. ·.· :.por la. ~n. liditd <lema .. · ndad. ·.. ª.· -. ~lllla·l· Y ... ·.tien··· e ...•.. Pot .. ·· ap1 .. ºt:· ·.. elW. º.·.nne. ·.,clal; ¡. ! ~or tiát. aise. · tle una. ~órm.· a vi¡cn. lc, res¡,éd··.·~.-.de. la cu_ ál.· láuntenct .. ··-ª. que:es' materia .de. •. - · - -. 1 ejel:UC!Ól) QI) h~ efc¡;juado el correspondiente test de constlmcionalrdad¡ puts en ésta ORDENARON al Aquo remieve el acto p!'OCesa! viciado ot 1 la expe i6~ de ¡ 
fJ _únicamente. 5t trecla!a lnapJiCj!Jle • fa · rerctra :dis¡xisicioo lltmSitoria &:l Decreto una nuev-ci p,eticia contable ~nito_ del contex~ ~liado¡ D\SPOSIER que f or ; 
! l,:gís~tiV(). ó 73, por cuya'.rozóll no cabe en tstee.\tadío - d~ tíecución ;._pretenderla ~cretari~ ~e proceda conforme a lo determmado por el lrtifl° 383 del Código ¡ 

fJ , i in~licación JlOI auilogía d~ rcfedd(}.í¡iciso COlllpaiálK!Oló con cljilciso e) dehrtículó Proce.~l CwiJ •• En l(sijul~r 1a Asociación Nacional ce ~sanie r Jubilados de ¡ 
=~~~::.: ; ·r ~I ~do ~gi$.laUvo 680', 'ª.'~ .~TI cl: Exp. t 1003; 501•90" 0100• Je. tal la SUNAT:~;fa sul·inlellder~Nacional de Administración tribu .• Suna! sobre l 

P~3~G~goR ¡ ,lmf!ll!Qcionf ~c ms¡¡ocsta ~r$~~fenc1t lo qufµ~sucede en el mo de áutos, aebie~do ' '<"~, \ '. i 

/~/!~~/!,º~ 1.1!~.·.,._ ... ::: __ . ~/_.r .. º.,~:_cl··.··.,~. su.la.~~.-.:_:r~. n s: .. _ s_de_ ·_p_r:ooe--

1

.-'·os· r.1==. :.=. ·-•.mf ~.~. . Pmu.'!itl de,Amparo .• ·, \ !. 

~ mpormia una abierta transgresión. a ta, reglas dcl debido próei:so y del cereclio de 

i. ·oaw.diciión de la Ílcmac~ada; OCTA vo:. Oué, firutlmer.ie, tunp~co -Observa uo 

69. Frente a ello ANCEJUB formuló una tercera demanda de amparo. El 2011 el 
Tribunal Constitucional37 , aludiendo a la Sentencia del 25 de octubre de 1993, señaló 
que dicho pronunciamiento únicamente inaplicó la Tercera Disposición Transitoria del 
Decreto Legislativo Nº 673 y que el carácter no pensionable de la mayor 
remuneración prevista en el inciso c) del artículo 3 del Decreto Legislativo Nº 673, no 
fue cuestionado ni inaplicado; además precisó que nivelar las pensiones con las 
remuneraciones de la actividad privada, iría contra de lo señalado por el TC en reiterada 
jurisprudencia. 

37 Sentencia del Tribunal Constitucional del 09 de agosto de 2011. Texto completo de la Sentencia (Anexo 7 de la 
Contestación del Estado). 
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Ministerio 
de Justicia 
y Derechos Humanos 

"Decenio de la Igualdad de oportunidades para mujeres y hombres" 

"Año de la Lucha contra la Corrupción y la Impunidad" 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL AFIRMA QUE EL LITERAL C) DEL ART. 3° D.LEG. 6_73 NO .FUE MATERIA DE CUESTJONAMIENTO Y 
QUE LA NUEVA PRETENSION DE ANCEJUl3 CONTRADICE SU JURISPRUDENCIA. 

En Lim:i. a lo, 9 dins tld = de agosto tle 2011, d Tn"bunat C~osü\lldon:d w1 
de Pleno Jurisdicciomtl, ton fa asistc111:ia d~ les ll'.agistrJdos Mesfa Rmnfrcz, 

Mírnnda, Vtrgara Gutdli. !k~WlltíP.l C:illírgo~ Elo Cm y Urvío!a Hant 

70. El 2011 el tercer informe pericial concluyó la existencia de devengados y 
reintegros desde el 1992 hasta el 2004 por la suma de S/. 193,751.69 soles($ 58,712.63 
dólares aproximadamente)38, el cual fue aprobado por Resolución Nº 24739 y se confirmó 
por Resolución 124º; por ello la SUNAT cumplió con efectuar el pago41 a favor de 
ANCEJUB. 

Definido el mareo legal que sustenta nueWo dictamen pericial, fa finalidad (ie ta pericia 

encomendBda por su Judicafwa es. ta siguiente: 

•Efeduar ta nivelación de pensione& ~ los. demandantes dd presente proceso, 

pe<looeciot1Úl$ a 1a Asociación N.!cional de c ... nt .. y Jubilados de 1a SU¡,erintendencla 

Nacional de Administración Tributarla, Al'-ICEJUB-SUNAT, los cuales astan inm=os en la 

ley de cartera pública, Ley 276 y eo el régimen l.abotal del SeoW Público. Decleto ley 

20530-,. desde el ffi!! do wro def año 1992, huta el mas: de dkicmbro del ª"º 
~ lenioodo en cuenta lo contenido en e! articulo S de la ~ 23495, el articulo 3 del 

Decreto Legislativo 673, Incisos a); b): e), (por ser los aplicables a la maleria de la 

presente pericia},. el ml:Smo que está -en estricta conr..ordancia con lo sl.tlialado en el 

artk:Ulo 6 de la Ley2B449. que establece las nuevas regtas del régimen de pensiones deI 

Decreto L.sy 20530. 

S.-CQNCLUS10Nes -

'J.-ExúmJncb CU devengado-# por pggcr a. lo, -eosantos del ANCE.JUB-SUNA'r, debido , 

.o la ntvel(tdon do o.us ponsk>oCG. n,:r.peeto de su ~m!mr traOO}ador actwo al momento { 

d"'1"#U OCG-e"~ f 
1 

2..-Los ~lQgJ"Of;o so han 4ct"'rminado com~ndo ol lngtQi:o homok)gabfo ~ , 

i 
3.~ L09 totales mOflGUll'Stea y anualos por cado trabajador y -ol tata.l finat z.e deta!tan G('t \ 

loa Cuadrtm do Homologack!in y Reintegro y -. ol CU.adro ~ofktado AnuaJ dtV ; 

Relnwgro... 

4.~ Loz. deVOng:DdOt. con-cspondfcntoi:$ :1 10$ m¡ayOf'Cfl montoo. enconlnld0&, $a: Gl&OOn 

prlndpi;dmontc .u fu poeu,riOr re-gUfffl"talciOn a ta. urrt:rm.1» ~" vl~41nC:la, do lou 

mcremontos. en tas nemurne-ruclonaa otorgadas por el Gobktt"no C6otn!ol; y a l"6 

pon$ior,ce .proviai:onuleu. quo uo d!ora .u loa tmbi:f;jad«.av cuy.a fdcntitic.aclOn- 4$ eY f 

oorl'INPondl&nto ,.,¡v.,1 $&larial ne se- oncontraba en la:J -planfflws. 

is.~ t..ol!J. de...,..nglldoll tctaloa durant:o d poc'"íodo ei,..ero- 1.992-{)iefc,mbrc 2004 

conuspQnden • '" auma-do S/.193,751 .68 nu,e,voo ~tt,s. 

38 ANEXO Nº 4.- Enlace electrónico donde obra los 5 tomos del Tercer Informe Pericial completo. 
39 Resolución Nº 247 del 13 de junio del 2017 (Anexo 8 de la Contestación del Estado). 
40 Resolución Nº 12 del 15 de noviembre de 2017 (Anexo 9 de la Contestación del Estado). 
41 Documentos que acreditan el pago (Anexos 10 al 12 de la Contestación del Estado). 
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C. RE.AÑO 8 

Ministerio 
de Justicia 
y Derechos Humanos 

"Decenio de la Igualdad de oportunidades para mujeres y hombres" 
"Año de la Lucha contra la Corrupción y la Impunidad" 

JUEZ DE E.JECUCION APRUEBA INFORME TECNICO PERICIAL QUE VALIDA R.S.A. Nº 042-,.2002/SUNAT 
~,,,,.,.,·1""""+~ ... ,, , .. , 

"::!.6 ,H,.i~(:J-A.o<>C.lVll .. 
~X:PF:UlV..N"'.ll"T<; , t.1.(.Jq..~~o.~uictu~JR-,.CS'--
MA'l'tj:R:t:r.. ; ACC::t<)N r>n Al•,•:U•A::tV.:> 
t!~r:mct.At-~TA r •nA.R<:"...tA ··i"l..Jlt$TA,. .i,;n;vtA 
J>Hll:r:ro , Al.,)W.1",;NQR<.)VU,;(;'.'.l.·rl:i:.ZM'A'X-l"A 

i:~UZt,,A;t-J.,A Vll;)A.i.,An,Aó:Z 
• ;,.~;;.!;.t¡-~.t.t'ff 1:,.fü<:>N $t.J:-tC<..."'<::> 

1 AS(.::tC1Af;;::1<0·N l',,t,f CfaSAN"l."'tt.s.·v ,R.H~H-r>o:>S. (:>U . .f.,,'\,. 

normas legales y la jurispruden . . . 
¡d.¡ ;,;,,, .,;¡¡ .,, • .,.,. ;.;;;., observaciones fonnulad<lS por la Asociación demaml:mte: en ;;onsecuenc,a SE 
u! que susíenta la primero y tcrcél'.a ob~orvaciones) "(.,.) impücorfo nivtlor las APRUEBA el informe pericial de fecha dieciocho de octubre del dos mil once, de 
pensiones de los asoci[dos de la nc11rre1tte con las remmu:rae/one.r del perro~~¡ de fojas siete mil setenta y sfote a síete mil quinientas treS, xatificado por pcrícla del 
la STJNAT compre11dld11 en el régimett laboral tfekt actividad privada, 1,; quema 1!11 ,~LJ :.C:::./ • ; · .. :'.i'•;', . ; . 
comru de lo señalado por esre Tribunal en reilerada Jurisprudencia, co,¡{onnc a la dieciocho de mayo del dos mil catorce, <le fojas nueve mil ciento cincuenta Y o~ a 
cual "lo nivelaciiln a que tie11en derecl,o todos [(Is pensionista.< del Régimen del nueve inil ciento seseutir y cuatro, efectuado respecto del cálculos de l.as pcns!únes 
lJemto Ley N,• 20530. ~1'.' efectuarse con lt>s_f1aberer dtf[u11ci<>n;1rio" tr/Jba/atfor nivclndll.~ por el ¡¡erío<ló co¡n¡;rendido desde el mes dé éne'.o rle mil novecientos 
que se cncue1rtre en activulod en el mislffl> m':1, calegorl_11 V rig,m':' '"~~al gue no venia y dos has el l!lllS dj! diciembre del dos mil cuatro; n-0tificáodosc.-
oeuP4 el pensuml•to al momento de s11 ce.u, s1e11áo lnap/u;ab/e la nivelaaou entre . ¡ , 
regímenes previsiona/es distí11Jos, así eomt> en w/at;f6h a trabajadores que a tafed,a 
¡e e11cuenrran en régimen laboral áe /.a actMdatl pril'atfa" (STC 544-9,~-AI/JTC, 
fimdamento 2; cfr. lambién, por ejemplo, STC 89-98-AAl[C, fandamenlo 5; STC 983-
98-AA!TC, ftmdamento S; STC 1154-98-AA!TC, fimdameiUo 4; STC 844-99-,WfC. 
fundamento J; STC I J J7-99-ACJTC. jimd«menUJ 6}" (ver fundamento ll! de la STC 
N' 649·2011-J>NfC),' Así pues, esta Judicatura hace suyos los criterios interpretativos 
reseñados, y por estas mísmes razones. deben desestimarse por infundadas la primera 

•• . ntra el informe pericial. VIGESIMO: que. 

SALA SUPERIOR CONFIRMA APROBACjON DEL INFORME TECNICO PERICIAL QUE VALIDA R.S.A. N~ 042-2002/SUNAT 

v,.CORlE S~~°;~=ÍÍÉ LIMA. ""'"~" • ,., ;:~ue los=:;;;~;~;;;~~~;~;;··~;~~~ del 24 de julio de 2006, 

ss. UBlllUS FORllNI quedan corroborados por el Tribunal Constitucional mediante la antes citada S1t: 00649-
sous MACEOO 2011..PA/TC del 9 da agosto de 2011, al precisar textuatmenle que "la iwoluclón de la 
ROMERO ROCA Sexta Sala C/vll de fa Corte Superior de Lima, de fecha 24 de Julio de 2006 (a fojas 

Exp. W11619-2004-59-1S01.JR-Cl-li6 (Re!. Sala 1728-2017-59) 
Demandante : Asociación de Cesantes y Jubilados do la SUNAT 
Demandado : SUNAT 
Materia : Proceso de Amparo 

54), conrrsrfll11lf1/lt& a lo alegado por ta recurrente no real/z11 una Jntwpretaclón 
arbitraria o restrictiva, nl mucho menos deja sin efecto fa ~nt&ne/a de la Corte 

Süprems de fecha 25 de octubre de 1993 (11 fojas 21), por lo que no se ha vu/nertllio 
los derechos tum:lamentafes Invocados por la recammte, debiefldo 
coMe<:aentemenu, desestimarse la demande~ 

/ FALLO: Por estas ccnsideraciones: CONFIRMARON !a Resolución N"W del 13 de 

!iunío de 2017. fojas 4807 a 4814 del presenta CIJademO de Apelación, que declara 
AUTOS Y V1Sl0S: lnter,,niendo como Juez Supenor ponente la señora Ubillús fortíni. ¡ !mondadas las observaciones formuladas por la Asociación demandante; en 
MATERIA DEL RECURSO: 1 consecuencia, se aprueba el informe pericial del 18 de octubre de 201 !, !ojas 7077 a 

Es materíadelgrado,la ResoluCión N'247 áel 13dajuniode 20t7,fojas480l a4814del !7503. ratíftcado por J)eficia del 18 de mayo de 2014, foJas 9158 a 9164, respecto del 
presente CUademo de Apelación, quo declara inlundatlas las observaciOnes formuladas i calculo de las pensiones niveladas po, el periodo de onero do 1002 a ddembro do 2004. 
por 1a Asociación demandante; en consecueroa. se aprueba el mfomie penctal del 18 de ¡ DISPUSIERON que por Secretarla se proceda según lo dispoesto por el .artículo :is:;• del 

octubre da 2011, fo¡as 7077 a 7503, rafüicado por penda del 1at1e mayo de 2014,fc:,jas i Código Procesal Civil. 

9158 a 9164, respecto del cálculo de las pensiones niveladas por et periodo deilrwro de / En los seguidos por la ASOClACION DE CESANTES Y JU61tAD0S DE l.A SUNAT 
1992 a diciembre de 2004. ¡ centra la SUNAT, sobre Proceso de Amparo. 
•v "'~~~-,..J'~'rn-~rlJ";;litt'Jm'~.:'~~~~~-1'LT$""~ 

71. ANCEJUB al no encontrarse conforme nuevamente impugnó lo resuelto, por lo que 
el Tribunal Constitucional, mediante auto del 23 de abril de 2019, confirmó la validez de 
las resoluciones que aprobaron la tercera pericia, resaltando que las observaciones de 
ANCEJUB fueron desestimadas el 2011 y que el Tribunal Constitucional zanjó la 
controversia en dicha fecha. 
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Auto de fecha 23 de abril de 2019 

.f 

No se pyede dejar de resaltar el hecho de que, no obstante que los cuestionamientos 
que la asociadón.demandantepiantea en la primera Y·tercera observaci~nes qu~ ·ha 
formulado ya fueron desestimados en agcosto del 2011 y de manera definitiva po.rel 
Tribunal Constitucional en la sentencia en:titida en el Expediente 00649.:.2011-
PAJ:rC,Jos reit:em una y otra vez impugnando eI Tnfo;rme Técnico.Judicial de.fecha 
18 de ocwbrede·2011. 

Particularrmmte relevante es la pretensión de la asodacióú. d.cmandante pata que en 
la nivc:lación de las pensiones de sus usociados, y .de tos correspondientes 
reintegros, se comprendan los· incrementos que .. han sido excluidos en. el ú1:tim.o 
ínfonne pericial judicial contable c(:>nt:rn el cual la parte demandante. ha torn:u.tl:ado 
la observación que es objeto del presente recurso de ,agravio. insistiendo en la 
misma,. no obstante que. coxno se ha menckmado lineas arriba. .el Tribunal 
Constitucional ya había zanjado el asunto en 'el año 2011, concluyendo, que dichos 
incremenios no tienen carácter pensíonable para los trabajadores coxnprendidos en 
el régin,en jubilatol"io del Decreto Ley 20530. y que no se podía aceptar tal 

RRSUELVE 

COJ'."FIRMAR 1a resolución No 12 de fecha l 5 de noviembre· del 2017 que 
~onfirma la Resolución N"' 247 del 13 de junio de 2017, fojas.4807 a 4814 dd 
resente :cu.ademo de Apelación, que d~,h1ra· .jn:fundadm; .las observaciones 
rmuladas pór la Asociación demandante;. en consecucücía, se apruéha el 

füformt:" pericial del l& de octubre de 2{JI l, ratificado por pericfa del1S·dc mayo 
de 2014, i-espcc.o del cálculo de .las pensiones niveladas por. el I)l.,."I'fod~~ de cnc:ro 
de 1992 adicien)bi-e de·2004. 

72. De lo expuesto se concluye que el Estado peruano ha cumplido con ejecutar la 
Sentencia del 25 de octubre de 1993, pues los debates surgidos en la ejecución han sido 
resueltos por las autoridades competentes: 

• La autoridad a cargo del cumplimiento del fallo es la SUNAT, conforme la 
Resolución Nº 042-2002 SUNAT del 08 de julio de 2002. 

• Los beneficiarios del fallo son los 566 personas pensionistas, cuya relación consta 
en la segunda y tercera pericia.42 

• Las implicancias patrimoniales (monto adeudado), consta en la tercera pericia y 
asciende a SI. 193,751.69, lo cual ha sido cumplido por la SUNAT. 

42 Consolidado Anual de Reintegros-ANCEJUB SUNAT (Anexo 1 de la Contestación del Estado). Asimismo, la tercera 
pericia completa se adjunta al presente informe en enlace electrónico. 
Nota.- La CIDH presentó el Informe Técnico Pericial en el Anexo 54 del Informe de Fondo incompleto. 
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73. Por su parte el Poder Judicial y el Tribunal Constitucional, se han pronunciado con 
arreglo a la ley y a la jurisprudencia nacional en materia previsional. 

5.7. ¿La ejecución de la sentencia ha culminado? 

74. El Tribunal Constitucional dispuso que la nivelación y el pago se efectúe conforme 
a la tercera pericia del 18 de octubre de 2011 43. La defensa jurídica del Estado peruano 
ha demostrado que el monto establecido en dicha pericia asciende a S/. 193,751.69, lo 
cual ha sido honrado mediante el pago efectuado por la SUNAT44. 

75. Por lo que en la actualidad lo único que estaría pendiente sería que el expediente 
sea devuelto del Tribunal Constitucional al juzgado de origen, para que la autoridad 
judicial se pronuncie y determine si efectivamente los S/. 193,751.69 fueron pagados por 
la SUNA T. En este extremo, la defensa del Estado solicita a la honorable Corte IDH, 

,
1 

permita que dicho documento, sea presentado como prueba para mejor resolver, en 
l la oportunidad en que la autoridad judicial se pronuncie al respecto, dado que tiene 
1 f' -· ,el carácter de prueba superviniente. 

\ 1 . . 
. ·ster5ode Justie'l' · 

\

Y 1,oStlu;;"''''76. Consecuentemente resulta inexacto lo alegado por el representante de la CIDH 
l n~~~[tc~,

00 
durante la Audiencia, cuando sostuvo que el proceso de ejecución se encuentra pendiente 

ESPECIALIZ" \ , • 
~ en tramite. 

c. RE.ANO "e 

5.8. Complejidad del proceso: plazo razonable 

77. La CIDH y los RPV imputan única y exclusivamente al Estado peruano la duración 
del proceso de ejecución, cuando en realidad tal situación también es consecuencia de la 
deficiente actuación de su defensa técnica y de la conducta que la Asociación desplegó a 
partir del año 2006. 

Sobre la actuación de la defensa técnica de ANCEJUB 

78. Durante la Audiencia los representantes de ANCEJUB han negado haber incurrido 
en conducta dilatoria, más bien sostienen que hubo un "sabotaje" por parte del Estado, en 
base a ello esta parte aporta la documentación, destinada a demostrar la conducta 
dilatoria de los miembros de ANCEJUB lo cual se resume en lo siguiente: 

79. En el 2007, ANCEJUB se opuso a la devolución de los depósitos efectuados por la 
SUNAT45, desconociendo la declaratoria de nulidad de la segunda pericia. 

43 Auto del Tribunal Constitucional del 23 de abril de 2019, documento que el Estado hizo entrega en la audiencia del 07 de 
mayo de 2019, parte resolutiva 2). 
44 Documentos que acreditan el pago (Anexos 10 al 12 de la Contestación del Estado). 
45 ANEXO Nº 5.- Recurso de apelación formulado por ANCEJUB el año 2007. 
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• Los 3 años posteriores ANCEJUB demostró una conducta pasiva, únicamente la 
SUNAT impulsaba el proceso, manteniendo la suspensión del expediente para 
exhibir demora.46 

genérica 

••
1·•:.:\tAs!i~f~11111a~.:i'i!l!:it 

,¡, 
La demanda se limitó a solicitar 
la inapUcab[idad del O.L 673 

Omitió demandar la 
determinación de conceptos o 
importes 
En ejecución. 'introdujo la mayor 
remuneración.. como nueva 

,¡, 
La demanda omitió acreditar su 

representación legal y la identidad 
de sus representados 

: GÁRANTÍASJLIOICIALES ._._-, ... ·,. ,. ,._.. .. '. '" .. ,. ,·'> ' .. -

• Desconocimiento de fallos internos. 

Formuló recurso extemporáneo. 
nulidad inoficiosa. conducta 
inactiva por 3 años. solicitudes de 
prórroga. ampUaciones y 
extensiones de plazo 

• Pese a encontrarse zanjada la 
controversia persistió impugnando 
y desconociendo los mandatos 
judiciales 

• El Estado peruano nunca dejó de 
pagar las pensiones con las 
remuneraciones pensionables de los 
trabajadores activos del régimen 
privado. 

Tampoco suspendió las 
prestaciones de salud a favor de 
ANCEJUB. 

En consecuencia el Estado no ha 
causado daño. 

La defensa técnica de ANCEJUB ha 
generado una falsa expectativa 
patrimonial en los pensionistas. 

las>autolidades judiciales se han . 
. pronúnciado dentro d~l inarco Legal 
vigente. · · 

• En el 2008 se informó dificultades para la elaboración de la pericia. El 2009 el Juez 
dispuso que la pericia sea practicada por el equipo de pericias judiciales47 en 
forma gratuita. 

• En el 2010 se puso a conocimiento de ANCEJUB dos pericias presentadas por la 
SUNAT y se dispuso que sus peritos verifiquen documentos48 . ANCEJUB 
desacató el mandato49 Acto seguido ANCEJUB formuló nulidad inoficiosa 
rechazada por el Juzgado50 . 

46 El Estado peruano, en febrero de 2011 alcanzó a la CIDH reportes de la página web del Poder Judicial, donde aparecen 
los escritos de los años 2008, 2009 y 2010, donde se aprecia la inactividad de ANCEJUB, pues los únicos que tuvieron por 
objeto hacer avanzar el proceso fueron de la SUNAT. 
47 Oficio S/N -2009-ETP-CBP-PJ del 03 de febrero de 2009 (Anexo 48 del Informe de Fondo). 
48 Resolución 174 de fecha 14 de enero de 2010 (Anexo 49 del Informe de Fondo). 
49 Carta de ANCEJUB. Anexo 50 del Informe de Fondo. 
50 Escrito y Resolución. Anexo 52 y 53 del Informe de Fondo. 
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• En el 2011 se presentó la tercera pericia y se citó a una audiencia para el 2 de 
diciembre de 2011 en la cual trasladaron 36 tomos de planillas de la SUNA T. 
ANCEJUB no se hizo presente y frustró la diligencia.51 

• En el 2012 ANCEJUB informó notificación de la tercera pericia a 343 pensionistas 
y 18 representantes de las sucesiones de los fallecidos52. 

• En el juez dispuso que las partes formulen observaciones a la tercera pericia. El 
2012 la SUNAT presentó observaciones, ANCEJUB no cumplió, solicitó plazo 
adicional por "complejidad del proceso", luego extensión de plazo y plazo 
adicional, afirmando que los documentos les eran negados por la SUNAT, lo cual 
era falso. 

• En el 2013, (dos años después de presentado el informe pericial) ANCEJUB 
formuló observaciones, persistiendo en interpretar a su modo la sentencia, 
desconociendo las resoluciones del Poder Judicial y Tribunal Constitucional 
que la interpretaron. 

• En el 2014 el equipo pericial absolvió las observaciones. En el 2015 la SUNAT 
solicitó la aprobación de la pericia. En el 2016 el Juzgado decidió llevar a cabo una 
audiencia, para las observaciones y aclaraciones53 . En el 2016 la SUNAT formulo 
queja por la demora en la aprobación del informe pericial, la queja fue declarada 
inadmisible. 

80. Todo lo anterior evidencia el carácter dilatorio y obstruccionista por parte de la 
Asociación 

Sobre la Conducta de las autoridades judiciales 

51 ANEXO Nº 6.- Diligencia frustrada del 02 de diciembre de 2011. 
52 ANEXO Nº 7.- Informa y presenta cargos de notificación de pensionistas del 15 de marzo 2012. 
53 ANEXO Nº 8.-

• Pongo en conocimiento cumplimiento de mandato del 09 de mayo de 2012. 
• Pongo en conocimiento inconcurrencia de perito designado del 10 de mayo de 2012. 
• Téngase presente del 1 O de mayo de 2012. 
• Absolución de traslado de nulidad del 25 de julio de 2012. 
• Apelación de resolución número 222. 
• Constancia de entrega de información del 07 de diciembre de 2012 
• Constancia de entrega de información del 19 de diciembre de 2012. 
• Solicita resolver observaciones de la parte demandada del 04 de febrero de 2013. 
• Solicita resolver observaciones y dar por concluido el plazo otorgado a ANCEJUB del 04-03-2013. 
• Téngase presente del 23 de setiembre de 2014. 
• Solicitamos se aprueba el informe técnico pericial emitido en autos del 08 de agosto de 2014. 
• Se tenga presente del 16 de julio de 2015 
• Audiencia especial del 26 de setiembre de 2016. 
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81. Las autoridades judiciales se han pronunciado sobre el fondo del asunto dentro del 
marco legal vigente y conforme a la jurisprudencia nacional. El Estado peruano rechaza la 
afirmación de los RPV sobre la existencia de un complot de autoridades para obstruir el 
cumplimiento o vaciar de contenido la Sentencia del 25 de octubre de 1993. 

82. Respecto a la impugnación de la sentencia efectuada el año 1993, el Tribunal de 
Garantías Constitucionales fue desactivado y dos años más tarde, en el 1995, entró en 
vigencia una nueva Ley Orgánica del Tribunal Constitucional54, con reglas propias, por 
ello el Tribunal Constitucional devolvió los actuados al Poder Judicial, por resolución del 
25 de junio de 1996, sin pronunciarse sobre el fondo, ya que de acuerdo a su normativa 
se consideraba firme y ejecutable la sentencia55 y por ende sin aportar en nada a lo 
resuelto por la sentencia. 

83. El año 1998, la autoridad judicial advirtió que la sentencia solo declaró el derecho 
a nivelación (pago de una suma ilíquida), que no contaba con los documentos para 
establecer los montos adeudados, que no podía otorgar facultades jurisdiccionales a los 

I peritos y declaró improcedente la ejecución, dejando a salvo el derecho de la Asociación 
~ , para que instauren "individualmente trámite administrativo y/o jurisdiccional, en el que con 

. ~!Jus1icis 1amplitud se pueda establecer el aspecto económico. :mt hoS HUfT'\800'· ¡ 

/ R~6~L~}~:
0 

1,84. ANCEJUB pudo acudir a la vía administrativa, pero no lo hizo, sino que decidió 
rsJl~f:ALcioN•l .impugnar el mandato judicial. El órgano superior y la Corte Suprema de la República, 
c. RE.AÑO e confirmaron la improcedencia de la demanda. No obstante ello, el año 2001 el Tribunal 

Constitucional, dispuso que se reponga el expediente al estado de ejecución, con motivo 
de la segunda acción de amparo formulada por ANCEJUB. 

85. El Estado peruano debe precisar que en este segundo proceso de amparo nunca 
se discutió el derecho a nivelación, sino únicamente la reposición de la causa al estado de 
ejecución, motivo por el cual en el caso sub materia ANCEJUB optó por una ejecución 
colectiva de la sentencia, para la determinación de la prestación líquida a cargo del 
Estado. 

86. Respecto a la Resolución del 24 de julio de 2006, los RPV sostienen que a partir 
de esta resolución comenzó y se prolongó un cuadro sistemático de incumplimiento de 
sentencia, pero lo cierto es que mediante esta resolución el Poder Judicial definió el 
criterio correcto sobre la forma de llevar a cabo la nivelación, determinando que el artículo 
3 inciso c) del Decreto Legislativo N° 673 constituye una norma válida, vigente y en 
consecuencia aplicable al caso. 

87. En realidad lo que pretenden los RPV es que esta honorable Corte IDH revise las 
resoluciones pronunciadas en sede nacional y que las modifique a su favor. Lo mismo fue 
intentado en sede interna, con resultado negativo. 

54 Ley Nº 26435 vigente desde el 06 de enero de 1995. 
55 Resolución del 25 de junio de 1996 (Anexo 05 del Informe de Fondo). 
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88. Sobre el voto en discordia que mencionan los RPV, en sus alegatos finales 
sostienen que el Estado "hizo ejecutar los votos en minoría" señalando que la aplicación 
del artículo 3 inciso c) del Decreto Legislativo Nº 673, fue debatido y desestimado por la 
Sentencia. El Estado peruano debe ser enfático en señalar que los votos no 
inaplican normas jurídicas (tampoco crean estándares). La sentencia del 25 de 
octubre de 1993 no menciona el artículo 3 inciso c) del Decreto Legislativo Nº 673 ni 
declara su inaplicabilidad y no lo menciona porque ANCEJUB tampoco lo demandó. 
Por ello el artículo 3 del Decreto Legislativo Nº 673 constituye una norma válida y 
vigente. 

89. Los RPV sostienen que no tenían porqué pedir la inaplicación de dicho artículo, sin 
embargo, es preciso destacar que los órganos jurisdiccionales se han pronunciado sobre 
este extremo, señalando que "no es legalmente posible que en la pensión a cargo del 
régimen pensionario del Decreto Ley Nº 20530 como en sus complementarias y conexas, 
se aplica y reconozca la remuneración que determinan los incisos a y b del artículo 3 del 
Decreto Legislativo Nº 673".56 

Línea de tiempo 

20[!3 1005 JW1) zon .zon 2019 
Ptimem ~tmld!l Séxtl iim:em. Ap.robaci6n lC 
Pentcií, Petic,ti $,-rta Períci-01 rlePmct;¡¡ RM: 

56 ANEXO Nº 12: Documentos que acreditan la demanda formulada por ANCEJUB solicitando la inaplicación del 
artículo 3 del Decreto Legislativo Nº 673. Acción de amparo, sentencia del 26 de diciembre de 2018 (proceso en 
trámite). 
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90. Como se puede apreciar de la línea de tiempo, el Estado peruano mediante la 
SUNAT ha dado cumplimiento a la sentencia del 25 de octubre de 1993 mediante la 
Resolución Nº 042-2002-SUNAT. El órgano jurisdiccional, para verificar el cumplimiento 
de la sentencia dispuso la elaboración de una pericia, pero en ejecución de sentencia 
ANCEJUB formuló una nueva pretensión, para que se inaplique el artículo 3 inciso c) del 
Decreto Legislativo Nº 673, lo cual no fue demandado oportunamente, esta nueva 
pretensión generó confusión en los peritos al momento de elaborar la primera y segunda 
pericia. 

91. No obstante, para el año 2006, el Poder Judicial ya había definido claramente la 
imposibilidad de nivelar las pensiones de los miembros de ANCEJUB con las 
remuneraciones de los trabajadores activos del sector privado de la SUNAT; asimismo, 
también se encontraba definido que la "remuneración diferencial" o "mayor remuneración" 
y las "remuneraciones accesorias" previstas en el artículo 3, incisos a) y b) del Decreto 

f
.r}: Legislativo Nº 673, no resultaban aplicables a los miembros de ANCEJUB por cuanto se 

debía aplicar el inciso c) del mencionado dispositivo legal, el cual determina que dichas 
1/ fl ret· uneraciones no son pensionables, es decir, no se encuentran afectas al descuento 
tisten~tt~ a efectos pensionales, siendo que dicha norma es válida, vigente y por ende aplicable 
~ resente caso. 

PUBLICO \ 
/ ESPECl~LIZ~OO 

1 

suPR~N~c; . ' Lo señalado precedentemente fue materia de cuestionamiento por ANCEJUB, 
c. REA m-ediante una tercera demanda de amparo, en la cual una pluralidad de magistrados del 

Poder Judicial y del Tribunal Constitucional evaluaron el caso y confirmaron la validez de 
lo resuelto el año 2006. Consecuentemente, la demora del proceso judicial, posterior al 
año 2006, no resulta atribuible al Estado peruano. 

5.9. Diferencias con los casos Cinco pensionistas, Acevedo Buendía y otros y 
Muelle Flores en un alegado contexto de inejecución de sentencias judiciales 

93. Tanto los RPV como la CIDH han sostenido que existe un contexto estructural de 
inejecución de sentencias judiciales en el Perú. El sustento común de ambos radica en los 
pronunciamientos de los casos Cinco Pensionistas y Acevedo Buendía y otros, ambos Vs. 
Perú. 

94. Asimismo, con oportunidad de la Audiencia Pública el representante de la CIDH 
profundizó en este aspecto indicando que el Estado en su escrito de contestación 
pretendió hacer distinción con los tres (3) casos citados. Asimismo, señaló que las 
distinciones que el Estado precisó no tienen efectos jurídicos en la aplicabilidad de los 
citados precedentes para el presente caso. De igual forma, destacó que las exposiciones 
de los peritos (en materias como jurisprudencia del Tribunal Constitucional y reforma 
constitucional, imposibilidad de nivelación) ya habían sido conocidos por la Corte 
lnteramericana en el caso Muelle Flores. 
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95. De otro lado, el representante de la CIDH precisó lo siguiente: 

"En respuesta la Corte en dicho fallo [Caso Muelle Flores Vs. Perú] indicó que el 
aspecto en común de todos estos asuntos es que están relacionados con temas 
provisionales y que en los mismos y abro comillas "se ha establecido el 
incumplimiento de sentencias judiciales que ordenan el pago de pensiones, así 
como la falta de ejecución de estas"57 cierro comillas. Precisamente la Comisión 
enfatiza que este caso guarda los mismos elementos centrales de la problemática 
de falta de ejecución de sentencia sobre el régimen pensionario del Decreto Ley 
N° 20530, debido a los siguientes 5 elementos en común." 

96. Los cinco (5) elementos en común en los tres (3) casos citados, en opinión de la 
CIDH son los siguientes: 

Las víctimas trabajaban en entidades públicas a inicio de la década de los 90. 
Se les suspendió el pago de las pensiones niveladas conforme al Decreto Ley Nº 
20530. 
Las víctimas presentaron recurso de amparo para solicitar nivelación. 
En todos los casos hubo una sentencia judicial firme que ordenó la nivelación de 
pensiones. 
El proceso de ejecución se encontraba abierto cuando el caso fue conocido por la 
CIDH y por la Corte IDH. 

97. A partir de lo antes referido, corresponde que el Estado realice algunas precisiones 
a fin de incidir y complementar la posición que ha venido sosteniendo en las diferentes 
etapas del presente contradictorio. 

98. El Estado considera -contrariamente a la posición de la CIDH y los RPV- que los 
casos Cinco Pensionistas y Acevedo Buendía y otros, constituyen litigios distintos que no 
pueden ser aplicados al presente caso de forma automática para imputar y concluir la 
existencia de responsabilidad internacional estatal. Al respecto, conviene recordar que en 
el caso bajo análisis: 

Los órganos jurisdiccionales nacionales, incluyendo la Corte Suprema de Justicia y 
el Tribunal Constitucional, determinaron el sentido y alcance de la sentencia de 
fecha 25 de octubre de 1993, cuyo incumplimiento la CIDH y los RPV imputan al 
Estado. 
Esos mismos órganos jurisdiccionales verificaron que ANCEJUB buscó que se 
reconozcan conceptos remunerativos para las pensiones de sus asociados que 
dicha sentencia no declaró porque no fue demandado y porque tampoco le 
corresponde ya que no se derivan de su contenido, además de ir en contra de la 
naturaleza misma del régimen previsional, el marco normativo aplicable (la 

57 La cita a la que alude corresponde al párrafo 107 de la sentencia. 
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Constitución peruana de 1979 vigente a la fecha de la emisión de la sentencia del 
25 de octubre de 1993, el Decreto Ley Nº 20530, normas legales y reglamentarias 
conexas y la jurisprudencia reiterada sobre la materia desarrolladas por el Tribunal 
Constitucional). 
El Estado afirmó y acreditó hace varios años haber cumplido con esa sentencia. 
Este aspecto ha sido expuesto y desarrollado en la Audiencia Pública y en la 
sección precedente del presente informe. 
En el procedimiento de ejecución, los órganos jurisdiccionales que efectuaron el 
control judicial de ese cumplimiento, verificaron que el cumplimiento sí se produjo 
y así lo declararon. La demora para que esto ocurriera se debió, en buena cuenta, 
a las acciones legales que la defensa técnica de ANECJUB desarrollo en el 
proceso de ejecución, a pesar de que ello resultaba contraria al marco normativo 
aplicable y a la jurisprudencia. 

' ,'1 .. \\ 
Mjnisteño de Justiel& 
y Oe1"CChoS Hum~ 

Los órganos jurisdiccionales del Estado, incluyendo el Poder Judicial y el Tribunal 
Constitucional -cuyas resoluciones exige cumplir la CIDH y los RPV-, 
desestimaron reiteradamente las demandas e incidentes procesales que la 
defensa técnica de ANCEJUB promovió contra las resoluciones judiciales que no 
le dieron la razón sobre el modo de interpretar y ejecutar la sentencia de la Corte 
Suprema de fecha 25 de octubre de 1993, y sobre sus observaciones a los 
informes periciales que le fueron desfavorables en la etapa de ejecución. 

- PROCURADOR \ 
PUBLICO 1 A la fecha no existe debate alguno pendiente de pronunciamiento por parte de los 

órganos jurisdiccionales internos, por el contrario, con la emisión del auto de fecha 
23 de abril de 2019 por parte del Tribunal Constitucional, la controversia está 
definitivamente cerrada. Tal como ha sido referido, solo resta que el expediente en 
poder del Tribunal Constitucional sea devuelto al juzgado de origen, para que el 
órgano judicial se pronuncie y determine si efectivamente los S/. 193,751.69 
fueron pagados por la SUNAT, aspecto que como se refirió en el escrito de 
contestación del Estado, ha sido efectivamente consignado a ANCEJUB. 

ESPECIAL\ZAOO 
SUPRANACIONAL , 

C. REAÑO 8 

99. Asimismo, se precisa que en el caso Cinco Pensionistas, el Estado interpretó que 
sí debía realizarse la nivelación con el régimen laboral privado, lo cual en realidad es un 
error -conforme ya ha sido expuesto- y el error no genera derecho. En el presente caso 
nunca sucedió tal situación y tampoco se redujeron el monto de las pensiones como sí 
ocurrió en el caso Cinco Pensionistas. 

1 OO. De otro lado, se recuerda que en el caso en controversia los tribunales internos 
nunca dispusieron que se pague a los beneficiarios de ANCEJUB las pensiones, 
nivelándolas con las remuneraciones percibidas por los trabajadores activos de la 
actividad privada de la SUNA T. 

101. Por otra parte, conviene acotar que en el caso Acevedo Buendía y otros, la 
defensa técnica de los pensionistas demandó la inaplicación de dos (2) disposiciones, los 
artículos 9.c) y 13 del Decreto Ley Nº 25597 que declaró en reorganización a la 
Contraloría General de la República. Los artículos 9.c) y 13 del Decreto Ley Nº 25597, 
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son los homólogos de los artículos 3.c) y Tercera Disposición Transitoria del Decreto 
Legislativo Nº 673. En ese sentido, se observa que la pretensión de la demanda de 
amparo interpuesta en el caso Acevedo Buendía y otros, estuvo planteada de forma 
distinta a la demanda formulada por la defensa de ANCEJUB. 

102. De igual forma, conviene recordar que la discusión en el caso Acevedo Buendía y 
otros se produjo en razón de la falta de pago de los montos por concepto de pensiones 
niveladas correspondientes a abril de 1993 hasta octubre de 2002, pues el Estado había 
dado cumplimiento parcial a la sentencia del Tribunal Constitucional, al cumplir solo con 
nivelar las pensiones a partir de noviembre de 2002, restando la restitución por los años 
anteriores. 

103. En cuanto al caso Muelle Flores, se recuerda que versó sobre otros aspectos 
referidos al régimen previsional del Decreto Ley Nº 20530. Dicho caso no consistió en 
discutir aspectos relativos a la nivelación de pensiones, sino en la restitución del pago de 
la pensión en tanto que la misma había sido suspendida por el Estado. Como puede 
observarse, se trata de hechos de gran diferencia, aunado a que las sentencias emitidas 
por los órganos jurisdiccionales internos ordenaron la restitución del pago de la pensión, 

. habiéndose generado un incumplimiento del mismo en atención a que en la etapa de 

\ 

... ·ste. ;, Júsl>C" \ ejecución no llegó a determinarse quién debí a asumir el pago, pues en la sucesión de los 
¡v,(01 Humanos 1 

Y p ocuRA~oR 
1

1 hechos se produjo la privatización de la empresa que fue la empleadora del señor Muelle 
f\'USUCO \ FI 

E$PECIAUZA00 ores. 
~ 

C. Rf.AÑÜ e, d . 1 104. De igual forma, en el caso Muelle Flores la única discusión que se pro LIJO en a 
etapa de ejecución era respecto a la entidad que tenía que asumir el pago. Así, a 
diferencia del presente caso, nunca se discutieron aspectos referidos a montos de. la 
pensión, a cómo debía calcularse la misma, a la cantidad de beneficiarios, ni mucho 
menos hubo posibilidad de que se cuestione la forma en la cual se había ejecutado los 
fallos judiciales. Asimismo, en el marco de la ejecución no se analizaron aspectos 
referidos a cómo debía efectuarse la nivelación de pensiones y mucho menos sobre cuál 
era el parámetro adecuado que debía emplearse para realizar la referida nivelación. 

105. Igualmente, un aspecto central en el caso Muelle Flores fue que se estaba ante la 
particularidad de la privatización de la empresa estatal para la que laboró. Este hecho 
específico no se produjo en el caso bajo análisis. 

106. Bajo lo antes expuesto, los cinco (5) elementos en común arriba citados y 
mencionados por la CIDH no resultan de aplicación para el caso Muelle Flores, el cual 
como se viene indicando tiene una gran diferencia con los otros dos (2) casos en 
mención. 

107. Por otra parte, conviene recordar que en el caso Muelle Flores la Corte IDH no se 
pronunció sobre la existencia de un contexto generalizado de inejecución de sentencias 
en el Perú, consecuentemente tampoco ordenó medidas de reparación referidas a dichos 

37 



1356

Ministerio 
de Justicia 
y Derechos Humanos 

"Decenio de la Igualdad de oportunidades para mujeres y hombres" 
"Año de la Lucha contra la Corrupción y la Impunidad" 

aspecto. Ello pese a que el Informe de Fondo de la CIDH sustento dicho contexto en 
materia previsional, cuya posición fue exactamente la misma que la sostenida en el 
presente caso. 

108. En adición a lo expuesto, corresponde aclarar a la CIDH que en el presente caso 
nunca se suspendieron, redujeron o dejaron de pagar las pensiones a los cesantes 
integrantes de ANCEJUB. Este aspecto, ya fue aclarado en Audiencia Pública, y se 
encuentra acreditado por la propia declaración de la testigo Ana María Ráez. Asimismo, 
debe precisarse que sus pensiones fueron aumentadas con el paso del tiempo, lo que se 
acredita con sus boletas de pago, conforme al siguiente detalle. 

Fecha Monto en soles 

Mayo 1991 53.79 soles 

Diciembre 1991 113.94 soles 

Marzo 2019 995.00 soles 

\ 
~ . \ 

~~'iit7•'1109. En tal sentido, el Estado considera que los precedentes a los que alude la CIDH no 
/ ?Rittrtciº

00 
\pueden ser aplicados de forma automática como ella pretende. Si bien el Estado puede 

ESPECIALIZA , • 
su?RANAc10NAL reconocer que existen algunos aspectos que pueden ser comunes, el presente caso 

c. REAÑ
0 e reúne ciertas particularidades que merecen ser analizadas a detalle por la Corte IDH. 

Precisamente, en esa línea de pensamiento, el Estado enfatiza que -conforme ha sido 
indicado en diversas partes del presente informe- la sentencia del 25 de octubre de 1993 
sí fue ejecutada por el Estado. La discusión que se viene teniendo desde el año 2002 se 
debe a que la defensa técnica de ANCEJUB no estuvo de acuerdo con cómo se ejecutó la 
mencionada sentencia. 

11 O. Finalmente, el Estado recuerda que si bien las partes tienen derecho a presentar 
recursos impugnatorios que la ley les habilita, cierto es también que en el presente caso, 
la interposición de muchos de los mecanismos impugnatorios planteados por los RPV 
estaban destinados al fracaso y contribuyeron de forma relevante al alargamiento de la 
etapa de ejecución, aspecto que no puede ser imputado al Estado para establecerse su 
responsabilidad internacional. Si bien la CIDH considera que la utilización de dichos 
mecanismos constituye el uso legítimo de los recursos impugnatorios, el empleo de los 
mismos derivaron en una obstaculización para la conclusión de la etapa de ejecución del 
proceso en sede interna. 

5.1 O. Conclusión: No se violó el derecho de propiedad 

111. Debe precisarse que a la fecha en que entró en vigencia el Decreto Legislativo Nº 
673, los asociados de ANCEJUB tenían la condición de cesantes con base al régimen del 
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Decreto Ley Nº 20530, que -como ha sido previamente referido- es un régimen 
pensionario propio, privativo y exclusivo de los servidores públicos. 

112. Dicho Decreto Legislativo Nº 673 estableció el régimen laboral aplicable al 
personal de la SUNAT, esto es, el régimen laboral privado. Por ello, mal podría afirmarse 
que dicho Decreto prohibió la nivelación de las pensiones, tal como lo sostienen los RPV. 

113. Siendo ese el caso, los miembros de ANCEJUB realizaron sus aportes 
pensionarios al régimen previsional del Decreto Ley Nº 20530, en tanto eran 
trabajadores estatales que estaban sujetos al régimen laboral público. En 
consecuencia, nunca aportaron al régimen previsional privado y, por ello, sus 
pensiones no podrían ser niveladas con los trabajadores sujetos al régimen laboral 
privado. 

114. Por otra parte, conviene recordar que las disposiciones del Decreto 
Legislativo Nº 673 eran de aplicación básicamente para los trabajadores que se 

\ encontraban en actividad y no para los cesantes pertenecientes a la ANCEJUB. 

115. Asimismo, corresponde indicar que de conformidad con el artículo 3 del Decreto 
Legislativo Nº 673, la remuneración diferencia tenía el carácter de no pensionable, es 
decir, no estaba sujeto a descuento, lo que guarda lógica con el Decreto Ley Nº 20530, 
que establecía que solo tenían carácter pensionable aquellas remuneraciones sujetas a 
descuento. 

116. Adicionalmente, debe considerarse que, a la fecha de la emisión de la sentencia 
del 25 de octubre de 1993 de la Corte Suprema de Justicia de la República, se 
encontraba vigente la Constitución Política de 1979, en ese sentido, la interpretación que 
corresponde dar a dicho fallo no puede ir contra del tenor de la norma suprema, la cual -
como ya ha sido señalado- precisaba que as nivelaciones solo podían realizarse con los 
haberes de los trabajadores sujetos al régimen laboral público. 

117. De igual forma, y más allá de la Constitución que se encontraba vigente en la 
época de los hechos -con base a la normativa y jurisprudencia desarrollada en sede 
interna- incluso en la actualidad no es posible nivelar las pensiones de los miembros 
de ANCEJUB con las remuneraciones de los trabajadores que pertenecen al 
régimen laboral privado. El Estado realiza tal acotación porque se observa que la 
pretensión de los RPV apunta precisamente a solicitar una pensión que sería la que 
recibirían los trabajadores sujetos al régimen laboral privado. 

118. Complementando lo expuesto, se reitera que los miembros de ANCEJUB nunca 
trabajaron bajo el régimen laboral privado, ni percibieron remuneraciones propias de éste, 
por ello sus remuneraciones y sucesivamente sus pensiones se deben regular con arreglo 
al régimen laboral público. 
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119. Finalmente, en cuanto a este punto -conforme ya ha sido previamente indicado, 
en atención a que la pensión nivelada solo es un derechos de aquellas personas que 
laboraron por un lapso de veinte (20) años, el Estado desea dejar constancia de que a 
partir del peritaje psicológico presentado por la perita Viviana Valz Gen, se pudo identificar 
que unos de los testimonios citados refiere que tiene temor de no acceder a una eventual 
reparación ordenada por la Corte lDH, pues indicó que no había cumplido con brindar 
servicios por los veinte (20) años antes indicados. Siendo ese el caso -que la nivelación 
no es un beneficio automático- corresponde que, de ser el caso, el Estado a través de sus 
órganos competentes realice el control y verificación, de modo tal que se garantice que no 
haya personas que se vean beneficiadas con pensiones que no les corresponde por no 
haber cumplido con los requisitos establecidos en la normativa interna. 

120. Por los motivos antes expuestos, se puede concluir que el Estado peruano no ha 
violado el derecho a la propiedad de los pensionistas miembros de ANCEJUB, en tanto 
nunca tuvieron derecho sobre montos ("mayor remuneración" o "remuneración 
diferencial") que no tenían el carácter de pensionable. Todo ello con base el marco 
normativo del Decreto Legislativo Nº 673 y el régimen previsional del Decreto Ley Nº 
20530. 

6. OBSERVACIONES Y PRECISIONES A LAS DECLARACIONES 

6.1 Declaraciones presentadas mediante affidávit 

6.1.1. Precisiones a declaraciones propuestas por el Estado 

a. César Gonzáles Hunt 

121. Con relación al peritaje de César Gonzáles Hunt corresponde hacer hincapié en 
una serie de aspectos de relevancia, a fin de que la Corte lDH tenga claridad sobre los 
puntos que son centrales para poder emitir una decisión sobre el fondo de la presente 
controversia. 

122. El peritaje en cuestión realiza una explicación a detalle del origen del régimen 
previsional del Decreto Ley Nº 20530, el cual se caracteriza por ser un régimen especial y 
exclusivo de los trabajadores pertenecientes al régimen laboral público. De igual forma, el 
peritaje desarrolla las características que debe tener una remuneración para ser 
pensionable, de conformidad con los artículos 6 y 7 del Decreto Ley Nº 20530. 

123. Asimismo, el peritaje dedica varias páginas a explicar cómo se abordó la 
nivelación de pensiones desde la jurisprudencia nacional, concluyendo que si bien 
existieron pronunciamientos judiciales que generaron confusión en cuanto a cómo debía 
ser aplicada la nivelación, el Tribunal Constitucional zanjó el tema en el año 2003 con un 
precedente vinculante. En todo caso, y más allá de que el precedente citado fue emitido 
recién en el año 2003 corresponde tener en cuenta -conforme a la explicación que 
desarrolló el perito- que desde que se creó la figura de la nivelación ( con la Constitución 
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Política de 1979), está estuvo pensada y regulada para que sea aplicada tomándose 
como referente los haberes de los trabajadores del régimen laboral público. 

124. De otro lado, el peritaje explica cuál fue la finalidad de la emisión del Decreto 
Legislativo N° 673, que no fue otro que "cambiar el régimen laboral de los servidores 
de SUNAT, pasándose del régimen laboral público (regulado por el Decreto 
Legislativo Nº 276) al régimen laboral privado (regulado por la Ley Nº 4916)" (pág. 
30). En ese sentido, el peritaje precisa que "el ámbito de aplicación subjetivo de esta 
norma está clara y literalmente delimitado por la misma, en el sentido que solo es 
aplicable respecto de aquellos servidores de SUNAT que se acogieron a los dispuesto en 
el inciso a) del artículo 2º del Decreto Legislativo Nº 673 [ ... ] no siendo aplicable en 
consecuencia a todos los cesantes de la SUNAT [como los son los integrantes de 
ANCEJUB] que pertenecen al régimen previsional regulado por el Decreto Ley Nº 20530". 
(pág. 29). 

125. En la línea de lo antes indicado, el peritaje establece que "la mayor remuneración 
a que hace referencia el inciso c) del artículo 3º del Decreto Legislativo N° 673, 
únicamente corresponde al personal de SUNAT antes mencionado que se acogió a lo 

ji f) .. '\ dispuesto en el inciso a) del artículo 2º del Decreto Legislativo N° 673 [ ... ], es decir, 
t~~~'.:t:ltt~ únicamente respecto de aquellos servidores de SUNAT que ejerciendo su derecho de 
~ opción decidieron y manifestaron por escrito [ ... ] mantenerse en el régimen laboral público 

Es;i~t~t~~~L regulado por el Decreto Legislativo Nº 276, debiéndose tener en cuenta que si bien 
tREAÑo s aquellos servidores tienen derecho al pago de la mayor remuneración, la misma no 

puede servir de base para efectos de la nivelación de sus pensiones de cesantía 
bajo el régimen del Decreto Ley Nº 20530, en aplicación del inciso c) del artículo 3º 
del Decreto Legislativo Nº 673." (Pág. 52). 

126. A partir de lo cual puede concluirse que ni los trabajadores que se acogieron 
a lo dispuesto en el inciso a) del artículo 2º Decreto Legislativo Nº 673 ni los 
cesantes que integran la ANCEJUB pueden acceder a una pensión que considere 
para la nivelación el monto denominado como mayor remuneración o remuneración 
diferencial contemplado en los incisos a) y b) del artículo 3º del Decreto Legislativo 
mencionado. 

127. Asimismo, el peritaje sostiene que "el Decreto Legislativo Nº 673 no suprime 
derechos adquiridos por los pensionistas cesantes de SUNAT, ni tampoco elimina o 
prohíbe su derecho a una pensión de cesantía nivelable; por lo que no puede 
considerarse la norma bajo comentario como de carácter regresiva ni tampoco, en 
ningún modo, lesiva a los derechos previsionales de los trabajadores de SUNAT, 
incluido a los miembros de la Asociación demandante ANCEJUB-SUNAT." (pág. 31). 

b. Reynaldo Bustamante A/arcón 
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128. A continuación, se detallan los extractos más relevantes para la defensa jurídica 
del Estado, con relación al affidávit formulado por el perito ofrecido por el Estado: 

129. La decisión suprema, refiriéndose a la sentencia del 25 de octubre de 1993 "fue 
congruente con lo que a Asociación demandó en el proceso de amparo". 

130. Las sentencias del Tribunal Constitucional del 25 de junio de 1996 y del 10 de 
mayo de 2001, "no agregan nada nuevo a la sentencia de la Corte Suprema del 25 de 
octubre de 1993" (esto desbarata la afirmación de los RPV, cuando en sus alegatos 
finales pretenden confundir a la Corte IDH, afirmando que el Estado incumplió tres 
sentencias). 

131. La Corte Suprema "solo dispuso la inaplicación de la Tercera Disposición 
Transitoria del Decreto Legislativo N° 673, no dispuso la inaplicación de otra norma del 
ordenamiento jurídico". 

132. La Asociación "en ningún momento demandó que los órganos jurisdiccionales 
declarasen en qué consiste el derecho a la nivelación y que conceptos abarca"; por ende, 
"la Corte Suprema nunca determinó, los conceptos remunerativos y/o los importes que 

. . odeJu~ \ podían configurar dichos eventuales reintegros". 
M~~ ~urruu,<r., i 

~\133. Los órganos jurisdiccionales resolvieron "cómo debía ejecutarse la sentencia 
Es::~:;g~~~L ~uprema". Ahora bien, "en múltiples casos el Tribunal Constitucional ha confirmado la 

-su~-EANº e validez de la norma contenida en el literal c del artículo 3 del Decreto Legislativo Nº 673". 
\.,. 

134. El Juez de ejecución realizó el control judicial de la ejecución. "Pero una cosa es 
que el juez efectúe un control judicial sobre el modo con que el Estado cumplió con la 
sentencia de la Corte suprema, y otra cosa distinta que se impute al Estado de no haber 
cumplido con ella. Para que esa imputación tenga sustento fáctico, el juez de ejecución o 
algún otro órgano jurisdiccional competente- mediante una resolución firme o definitiva­
tendría que haber requerido al Estado que cumpla con esa sentencia". 

135. "Si la Asociación hubiera respetado las resoluciones judiciales firmas, con las que 
se determinó el sentido y alcance de la sentencia de la Corte Suprema, se habría 
concluido hace bastante tiempo con el control judicial sobre el modo con que el Estado 
cumplió". 

c. Hector Lama More 

136. En el affidávit el testigo propuesto por el Estado peruano, se pronuncio con 
relación a la Resolución Nº 38 de fecha 28 de setiembre de 200958, en cuya expedición 
participó como vocal ponente, junto con otros magistrados. Mediante dicha resolución se 

58 Resolución Nº 38 de fecha 28 de setiembre de 2009. (Anexo 6 de la Contestación del Estado). 
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declaró infundada la tercera demanda de amparo formulada por ANCEJUB. A 
continuación, el resumen de los aspectos más relevantes para la defensa jurídica del 
Estado peruano: 

137. El testigo sostuvo que fue materia del proceso, la acción de amparo interpuesta 
contra los magistrados Emilsen Victoria Niquen Peralta y José Guillermo Aguado 
Sotomayor, quienes emitieron la resolución del 24 de julio de 2006, la misma que declaró 
nula la resolución ochenta del 03 de marzo de 2006, (es decir, la segunda pericia). 

138. Preciso que las acciones de garantía proceden en los casos que se amenace o 
viole los derechos fundamentales, por parte de cualquier autoridad, funcionario o persona 
y respecto a resoluciones judiciales dictadas con agravio a la tutela jurisdiccional efectiva. 
Que en lugar de mostrarse una afectación de algún derecho constitucional se denotaba 
disconformidad de la parte accionante para con el criterio adoptado por el órgano 
jurisdiccional en la resolución del 24 de julio del 2006, que declaró nula la Resolución Nº 
80. 

~ 139. Mencionó que la Sentencia Suprema del 25 de octubre de 1993, se pronuncia 

\
¿ ~ .. \ respecto al a tercera disposición transitoria del Decreto Legislativo N° 673, mandato que 
#~1'.~=·\no hace referencia en absoluto a la remuneración diferenciada prevista en el artículo 3 del 

PR~~~EtcgºR acotado Decreto Legislativo, por lo que esta no correspondería ser comprendida en la 
tJ::~:~L¿~l~fL ~cotada nivelación, en ese sentido, se concluyó que la resolución judicial materia de 

c. REAÑO e. cuestionamiento fue emitida con arreglo al mandato supremo citado ya la normativa 
vigente. 

140. En suma, el testigo se pronunció confirmando la validez de la resolución del 24 de 
julio de 2006, la misma que no discrepa, ni mucho menos "vacía de contenido" la 
sentencia del 25 de octubre de 1993. 

6.1.2. Observaciones a declaraciones propuestas por los RPV 

a. Norma Grande Bolívar de Cortez 

141. El Estado peruano observa que lo afirmado por la testigo vía affidávit, no se 
condice con la verdad, dado que afirma que prácticamente fue coactada a renunciar, pero 
lo cierto es que renunció voluntariamente a la SUNAT acogiéndose a incentivos e incluso 
presentó dos cartas de renuncia que se adjuntan59 . 

59 Anexo Nº 9.- Boleta de Pago del mes de marzo 2019, Renuncia del 29 de enero de 1991. Renuncia del 4 de febrero 
de 1991, Resolución de Superintendencia del 14 de febrero de 1991, documento que acredita contar con seguro de 
salud vigente, documento que acredita su calidad de propietaria de 7 vehículos. Planilla de pagos de febrero de 
1991, planilla de pago de cesante de diciembre de 1991. 
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142. Tras las frases "nos quitaron la nivelación", "se acabó la nivelación", la testigo no 
brinda detalle, ni responde las preguntas del Estado y omite exponer lo más importante, si 
el Estado le suspendió o redujo su remuneración y/o pensión. 

143. Respecto a la remuneración que ganaba al momento de su jubilación, el Estado 
peruano aporta la planilla de pago de febrero de 1991 y la planilla de cesante de 
diciembre de 1991 con las cuales se acredita que el Estado peruano nunca redujo el 
monto de su pensión. 

144. Asimismo, el Estado aporta la boleta de pago de pensiones de marzo de 2019, con 
lo cual se acredita que el Estado nunca suspendió el pago de su pensión, la misma 
que asciende a S/. 900 y si obtiene un monto inferior es el descuento que ANCEJUB le 
efectúa mensualmente por un monto de S/. 115.00. 

145. Debe precisarse que sus pensiones fueron aumentadas con el paso del tiempo, lo 
que se acredita con sus boletas de pago, conforme al siguiente detalle. 

Fecha Monto en soles 

Febrero 1991 26.15 soles 

Diciembre 1991 141.74 soles 

Marzo 2019 900.00 soles 

146. Tampoco es cierto lo afirmado por los RPV cuando sostienen que las pensiones se 
han mantenido congeladas y sin incrementos. 

147. El Estado tampoco le suspendió la prestación del seguro de salud. 

b. Hugo Plasencia Carranza 

148. El Estado peruano observa que el affidávit del testigo resulta inexacto, cuando 
afirma que fue obligado a renunciar, cuando lo cierto es que renunció voluntariamente a la 
SUNAT acogiéndose a incentivos, conforme se acredita con la carta de renuncia adjunta. 

149. El testigo sostiene que le calcularon 26 años y 11 días, cuando lo cierto es que 
contaba con 23 años, 01 mes y 24 días de servicios prestados al Estado, conforme se 
aprecia de la Resolución de Superintendencia del 15 de abril de 1991. 

150. El testigo afirma que su pensión asciende a S/. 800 soles, cuando lo cierto es que, 
en marzo de 2019, fecha en la cual emitió su declaración, percibía S/. 942.35 soles 
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mensuales y si obtuvo un monto menor fue porque ANCEJUB le descontó el monto de S/. 
115.0060 • 

151. Refiere el testigo que, el Estado se niega a nivelar su pensión, pero no explica por 
qué se niegan a recibir el dinero que ha sido consignado por la SUNAT61 . 

152. El Estado acredita prueba que confirma que nunca redujo ni suspendió el 
pago de la pensión del testigo. 

153. Debe precisarse que sus pensiones fueron aumentadas con el paso del tiempo, lo 
que se acredita con sus boletas de pago, conforme al siguiente detalle. 

Fecha Monto en soles 

Mayo 1991 40.58 soles 

Diciembre 1991 206.86 soles 

Marzo 2019 949.35 soles 

154. El testigo nuevamente falta a la verdad al decir que cuando se promulgó el Decreto 
Legislativo Nº 673 (24 de setiembre de 1991) ya eran jubilados de la SUNAT, sin 
embargo, desde el 1991 a 1999 el 28.6% de personas todavía no eran jubilados y han 
sido incorporados indebidamente en el presente proceso, sin agotar los recursos de la 
jurisdicción interna, (por no haber participado en el primer amparo). 

6.1.3. Observaciones a declaración pericial propuesta por la CIDH 

a. Christian Courtis 

155. En atención a que el peritaje de Christian Courtis fue rendido para el caso Muelle 
Flores Vs. Perú, el Estado nota que existen aspectos que no guardan relación con el 
presente caso, en particular la sección 2, denominada "Los derechos previsionales en el 
contexto de la privatización de la empresa", en la cual se desarrollaron las obligaciones 
incumplidas por el Estado para el caso citado en un escenario muy particular de 
privatización de la empresa estatal que era la empleadora del señor Osear Muelle Flores. 
En ese sentido, este extremo del peritaje no es útil ni pertinente para la resolución del 
presente caso. 

60 Anexo Nº 10.- Boleta de Pago del mes de marzo 2019. Planilla de Pago de abril de 1991, Renuncia del 19 de marzo 
de 1991 y Resolución de Superintendencia del 15 de abril de 1991 y documento que acredita contar con seguro de 
salud vigente. Planilla de Pago de abril de 1991. Planillas de Cesante de mayo y de diciembre de 1991. 
61 Documentos que acreditan el pago (Anexos 10 al 12 de la Contestación del Estado). 
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156. En cuanto a la segunda sección del peritaje referido a "[e]I incumplimiento de las 
sentencias pasadas en autoridad de cosa juzgada", el Estado nota que si bien se realiza 
un análisis puntual con base a la normativa convencional y a la jurisprudencia! (aspectos 
que además la Corte IDH ya ha desarrollado en sus sentencias en los casos Acevedo 
Buendía y otros y Cinco Pensionistas, ambos Vs. Perú), cuando estas disposiciones y 
conceptos son aterrizados en el caso concreto, se observa que nuevamente el caso del 
señor Muelle Flores planteaba particularidades que no son de aplicación para la presente 
controversia. 

157. Así, puede observarse que el perito realizó las siguientes afirmaciones, que 
partieron de esta premisa: "[e]n el caso, no está en discusión ni el derecho a la pensión, ni 
la fórmula de cálculo de la pensión -ambos establecidos por sentencias judiciales firmes 
[ ... ]": 

"[ ... ] [L]a administración adoptó sucesivos subterfugios para desconocer el alcance 
de la sentencia judicial, modificando después de vencida judicialmente la 
aplicabilidad del régimen convalidado judicialmente al derechohabiente, y creando 
una situación de confusión normativa y práctica debida al modo en que se llevó a 
cabo la privatización de la empresa. [ ... ]." 
"Según la evidencia del caso -y pese a que la contestación del Estado confirma la 
existencia de medios para hacer cumplir la sentencia- ninguno de estos medios 
fue empleado por el Poder Judicial. A través de su actitud pasiva y de indiferencia 
por el efectivo cumplimiento de las sentencias dictadas, el Poder Judicial agravó 
aún más el incumplimiento de la sentencia." 

158. Como puede notarse, se tratan de aspectos que son muy específicos referidos al 
caso Muelle Flores y que no guardan relación de modo alguno con los hechos del caso 
bajo análisis. Siendo ello así, las conclusiones a las que arriba el perito no son útiles para 
el caso concreto. 

159. Asimismo, en esta sección se puede revisar un párrafo en el que el perito afirma 
que: 

"De las circunstancias del caso y de su vinculación con casos anteriores decididos 
por la Corte (Cinco Pensionistas y Acevedo Buendía) surge además evidencia de 
que el incumplimiento del caso no constituye una situación aislada o fortuita, sino 
que se enmarca en un patrón general de incumplimiento de sentencias 
judiciales que fijaban pensiones, hecho que sugiere bien la existencia de una 
política deliberada al respecto o, como mínimo, la existencia de un cuadro de 
grave negligencia administrativa." [Énfasis agregado]. 

160. Al respecto, el Estado observa que se trata una mera afirmación que no está 
sujeta en un mayor sustento explicativo. De hecho como podrá ser constatado en el 
peritaje, este párrafo no tiene mayor desarrollo ni se apoya en otras partes del peritaje 
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que hayan brindado una explicación rigurosa de la existencia del citado contexto de 
incumplimiento de sentencias judiciales. 

161. Asimismo, al Estado le llama la atención la frase destacada del extracto arriba 
consignado, pues permite evidenciar aún más como las afirmaciones del peritaje no son 
de aplicación al presente caso, pues como ha tenido oportunidad la Corte IDH de revisar, 
en la presente controversia la sentencia alegada como incumplida ( de fecha 25 de octubre 
de 1993) nunca fijó montos que debían abonarse a los integrantes de la SUNAT. 
Precisamente una de las causas de la larga duración de la ejecución radicó en que dicha 
sentencia no fijó montos, porque tampoco correspondía hacerlo al ser el Amparo un 
proceso que carece de etapa probatoria, conforme ya ha sido desarrollado previamente 
en este informe. 

162. De igual forma, debe recordarse que en el caso Muelle Flores, la Corte 
lnteramericana no ahonda en la existencia de un contexto de incumplimiento de 
sentencias judiciales en el Perú. 

163. Finalmente, en lo referido a la última sección del peritaje el cual se denomina "La 
aplicación del artículo 26 al caso y las obligaciones relevantes en materia del derecho a la 
seguridad social", corresponde indicar que el Estado ya ha sentado su posición en su 
Escrito de Contestación, que es el punto de vista que además ha venido sosteniendo en 
otros casos tramitados ante la Corte IDH; por lo que se remite a dicha argumentación para 
observar este extremo del peritaje de Christian Courtis . 

6.2. Declaraciones rendidas en Audiencia Pública 

6.2.1. Precisiones a declaraciones propuestas por el Estado 

a. César Abanto Revil/a 

164. El perito César Abanto Revilla refirió en su exposición con ocasión de la Audiencia 
Pública, la excepcionalidad del régimen previsional previsto en el Decreto Ley Nº 20530. 
Asimismo, brindó información sobre cómo y porqué se originó en el Estado dicho régimen, 
y los requisitos que debían cumplir las personas pertenecientes a él para obtener una 
pensión de cesantía. 

165. El perito citado explicó que la nivelación fue una figura que se consagró de forma 
posterior a la creación del régimen previsional del Decreto Ley Nº 20530, y en el marco de 
los procesos judiciales que se iniciaron en la década de los 90, es que empezaron a 
emitirse fallos que de forma equivocada concedieron la citada nivelación a trabajadores 
que laboraron bajo el régimen laboral público con trabajadores del régimen laboral 
privado. El perito explicó que en buena cuenta tal equivocación se produjo porque los 
órganos jurisdiccionales que conocieron estas causas no eran necesariamente 
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especialistas en materia previsional, en atención a que las mismas fueron -en muchos 
casos- resueltas por jueces de otras especialidades en el marco de lo que fue la 
"amparización"62 en el Perú. 

166. De igual forma, destacó que la nivelación debía efectuarse siempre con los 
trabajadores del régimen laboral de la actividad pública. El perito hizo hincapié en que el 
artículo 14 del Decreto Ley Nº 20530 prohibía la acumulación de servicios de diferentes 
regímenes laborales para acceder a una pensión de cesantía. En tal medida, destacó que 
incluso bajo el supuesto de que la entidad en la que laboraba un trabajador haya 
cambiado de régimen laboral (como ocurrió con SUNAT al aprobarse el Decreto 
Legislativo Nº 673) no era posible que se utilice como termino de referencia los haberes 
de trabajadores pertenecientes al régimen laboral privado. 

167. El perito recordó que la CIDH había tenido oportunidad de pronunciarse en un 
caso en el cual se analizó la reforma constitucional adoptada en el Perú en el año 2004 
mediante la cual cerró definitivamente el régimen previsional del Decreto Ley Nº 20530, 
habiéndose determinado que ello no lesionaba el derecho a la propiedad. En tal medida 

__ destacó que se trataba de una medida convalidada por el Sistema Interamericano de 
1_-1.!.-ft""'=""- ' Derechos Humanos. En esa línea, precisó que el derecho a una pensión nivelada con 
·\ ,~~'tit~ \ base a la reforma constitucional dejó de estar vigente, estableciéndose en adelante la 

\

~\ figura de los topes máximos para las pensiones, ascendiente a dos (2) UIT. 
PUBLICO 1 

ESPECIA UZADO l 
SUPRAHAC\OHA;_) 

'e°. REAÑO 6 b. Dante Apolín Meza 

168. El perito, en la Audiencia Pública sobre la ejecución sentencias en el Perú, sostuvo 
que la regulación legal permite ejecutar el mandato contenido en el título de ejecución sin 
retardo, pero no puede modificarse o alterarse, los términos de la prestación contenida en 
el título de ejecución, esto es una garantía. 

169. La sentencia debe contener una imposición concreta de dar, hacer o no hacer. Las 
sentencias pueden ser declarativas, constitutivas o de condena. Las declarativas y 
constitutivas no requieren ser ejecutadas. Las de condena que imponen prestación de 
dar, hacer o no hacer, deben cumplir con requisitos: debe ser cierta, expresa, exigible. Si 
se impone prestación de dar suma de dinero, tiene que ser además líquida o liquidable, 
mediante operación aritmética. Si no se cumple esto, no se puede acceder a una 
ejecución típica. 

170. ¿Qué ocurrió en el caso concreto? La sentencia del 25 de octubre dispuso tres 
mandatos: Inaplicación de la Tercera Disposición Transitoria del Decreto Legislativo Nº 

62 En el Perú esta figura se produjo en la década de los 90, cuando múltiples causas que debían ser vistas y resueltas en 
procesos ordinarios, terminaban siendo canalizadas a través de procesos de Amparo, desnaturalizándose la naturaleza 
excepcional de esta vía. 
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673, que se reponga el derecho a percibir la pensión que les corresponda y que se 
reintegre los incrementos dejados de percibir. 

171. La primera es una declaración constitutiva, que no requiere de una conducta del 
demandado para que surta efectos. Los otros dos mandatos, imponen una conducta, que 
el Estado cumpla con una prestación de dar suma de dinero. Sin embargo, estas dos 
últimas prestaciones, no establecen el monto o la cuantía que el Estado debe entregar a 
la demandante, imponen el pago de una suma ilíquida. 

172. La emisión de esta sentencia en estos términos no es irregular, tampoco implica 
que los juzgadores incumplieron un deber procesal. La sentencia fue respetuosa del 
principio de congruencia, responde en forma estricta a la pretensión de la demanda. 

173. Recordemos que era un proceso de Amparo que es un proceso de cognición 
sumaria, no admite actuación probatoria, solo prueba documental de actuación inmediata. 
Así emitida la sentencia de la Corte Suprema. No es posible sostener que, hasta antes de 
la liquidación, que exista incumplimiento por parte del Estado, en tanto no existe sentencia 
que imponga la exigencia del pago de suma líquida. 

1 
. · deJUS1ÍC"l 1. 

~·" ~H~;;"'''\ 174. También se imputa al Estado, el incumplimiento de la Resolución del Tribunal 
0 R~t~r~f~oo ; Constitucional de junio de 1996, pero esta resolución, tampoco modifica la situación de 

LJJ:~~~~~~oN~':_; iliquidez de sentencia de 25 de octubre de 1993. Por ello la complejidad de la ejecución se 
c. REANO 

8 mantuvo vigente. 

175. Esta situación particular, se deriva a la decisión optada por la parte demandante 
que decidió ir al Proceso de Amparo para obtener un pronunciamiento constitutivo y de 
condena ilíquido, como en este caso. 

176. Sin embargo, dado que el año 1998 el Tribunal Constitucional declaró que la 
sentencia debe ejecutarse. El juzgado dispuso que se instauren procedimientos 
administrativos individuales, en su opinión, esta forma de ejecución en materia de 
ejecución de resoluciones, es válida en materia de procesos de ejecución, porque el juez 
puede adaptar el procedimiento para satisfacer el interés del acreedor ejecutante; sin 
embargo, el juez no puede modificar los alcances o el contenido de la sentencia. Este 
procedimiento de ejecución individual ordenado por el juzgado, responde a ese 
inconveniente, la situación de iliquidez de la sentencia de la Corte Suprema. 

177. A efectos de cumplir la sentencia de 25 de octubre de 1993 se dispuso que en 
sede administrativa se ejecute la misma, toda vez que la administración tiene la 
información para determinar los aspectos económicos que correspondería reintegrar. Pero 
habiéndose iniciado esta alternativa de ejecución individual de la sentencia, la Asociación 
opta por impugnar la decisión e iniciar un segundo constitucional de amparo y obteniendo 
un pronunciamiento del Tribunal Constitucional el 10 de mayo de 2011, el cual dispuso 
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que ejecute en forma colectiva en sede judicial, se haga una acumulación de ejecuciones, 
esta alternativa por la que optó (la acumulación de ejecuciones) genera complejidad 
fáctica y jurídica muy particular. 

178. El Estado, mediante la SUNAT, ante el requerimiento del juzgado emitió la 
resolución 042-2002-SUNAT donde declaró que va a asumir el pago de las pensiones y la 
pensión que ya vienen recibiendo sus ex trabajadores, entonces no existe a la fecha, 
monto que reintegrar. Este es un acto de cumplimiento, el Estado mediante resolución 
cumplió la sentencia. No obstante, ante el desacuerdo de la Asociación se inició el control 
judicial de ese particular acto de cumplimiento y se dispone que se realice un peritaje a 
efecto de liquidar la sentencia que no tiene mandato ilíquido. 

179. La complejidad de la ejecución se incrementó, debido a que la Asociación intentó 
que el juez modifique los alcances de la sentencia, que no había inaplicado el literal c), del 
artículo 3 del Decreto Legislativo N° 673. Esta complejidad se produjo en atención a las 
diversas pericias realizadas y posteriormente dejadas sin efecto por no aplicar el inciso c) 
del artículo 3 del Decreto Legislativo Nº 673. 

180. La ANCEJUB intentó un tercer amparo, para discutir lo mismo, ratificando el 
Tribunal Constitucional el 2011 que debe aplicarse el literal c del artículo 3 del Decreto 
Legislativo Nº 673: por lo tanto se ordenó una tercera pericia que fue impugnada por la 
asociación y en todas las instancias, incluido el Tribunal Constitucional, ratificaron otra vez 
que el acto de cumplimiento del Estado es válido, en tanto no ha existido ninguna 
irregularidad del Estado. 

181. Por todo esto, el perito concluyó, que no ha existido incumplimiento por parte del 
Estado de la Sentencia del 25 de octubre de 1993 

6.2.2. Observaciones a declaraciones propuestas por los RPV 

a. Ana María Ráez Guevara 

182. La declarante en calidad de testigo en Audiencia Pública, afirmó haber sido 
obligada a renunciar por el Estado, no obstante, al ser preguntada si realizó alguna acción 
judicial al respecto, contestó negativamente. Lo cierto es que la testigo, durante el 
proceso de reorganización de la SUNAT, el año 1991, No se sometió al proceso de 
evaluación para poder continuar laborando y optó por acogerse a incentivos para 
renunciar voluntariamente, motivo por el cual nunca promovió ninguna acción judicial 
cuestionando la supuesta coacción para renunciar. 

183. El Estado acredita que la testigo percibe una pensión mensual de S/. 995, monto 
que es superior al mínimo vital de S/ 930 en el Perú63 . Al respecto, la declarante ha 

63 Decreto Supremo Nº 004-2018-TR de fecha 22 de marzo de 2018. 
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reconocido que el Estado peruano nunca le suspendió, ni le redujo el pago de la pensión 
de jubilación. El Estado aporta documentación destinada a demostrar que las pensiones 
han sido reajustadas, tal es así que se retiró percibiendo S/ 40 (conforme la propia testigo 
señaló en Audiencia) y en la actualidad percibe S/ 995 soles; es decir, no es verdad que 
las pensiones fueron objeto de congelamiento64. 

184. La testigo sostiene que los gastos del proceso los asume la Asociación que han 
solicitado un crédito, que no requiere de asistencia para cubrir con los gastos del proceso 
internacional. Este punto, no se encuentra claro, ¿por qué tendrían que endeudarse? si 
los gastos podrían ser asumidos a cargo el FALV y por ende, en caso la Corte IDH lo 
decida, ser reembolsados por el Estado. 

185. La testigo reconoce que el Estado nunca ha suspendido su seguro de salud y que 
en el Perú existen dos tipos de seguros gratuitos, el que brinda el Sistema Integral de 
Salud SIS65 y el que otorga el Seguro Social de Salud EsSalud66 • El Estado aclara la 
diferencia entre ambos: mientras el primero, atiende a personas en condición de pobreza 
y extrema pobreza; el segundo, es exclusivo para asegurados y sus derechos habientes, 
(cesantes y jubilados, como en su caso); consecuentemente, mientras el 2017 el SIS 
atendió una población de 16'191,856 mientras EsSalud a una población de 9'524,087 
afiliados aproximadamente. 

186. El Estado proporciona documentación que acredita los continuos v1aJes al 
extranjero que realiza la testigo, a países como Chile, Brasil, República Dominicana, 
Ecuador y Argentina, esto confirmaría que la testigo no se encuentra en condición de 

Artículo 1.- Objeto de la norma 
Incrementar en S/ 80.00 (ochenta y 00/100 Soles) la Remuneración Mínima Vital de los trabajadores sujetos al régimen 
laboral de la actividad privada, con lo que la Remuneración Mínima Vital pasará de S/ 850.00 (ochocientos cincuenta y 
00/100 Soles) a S/ 930.00 (novecientos treinta y 00/100 Soles); incremento que tendrá eficacia a partir del 1 de abril de 
2018. 
64 ANEXO Nº 11.- Boleta de Pago del mes de marzo 2019, Planilla de Pago de abril de 1991. Planilla de Cesante de 
mayo de 1991. Planilla de Cesante de diciembre de 1991. Resolución de Superintendencia del 05 de abril de 1991. 
Documento que acredita contar con seguro de salud vigente. Documento que acredita su movimiento migratorio 
(salidas al extranjero). 
65 http://www.sis.qob.pe/Portal/quienes somos/index.html 
El Seguro Integral de Salud (SIS) del Ministerio de Salud. Tiene como finalidad proteger la salud de los peruanos que no 
cuentan con un seguro de salud, priorizando en aquellas poblacionales vulnerables que se encuentran en situación de 
pobreza y pobreza extrema. 
Decreto Supremo Nº 020-2014-SA de fecha 13-07-14 
Primera Disposición Complementaria. Del inicio del proceso de aseguramiento universal en salud 
"El Ministerio de Salud queda autorizado a iniciar el proceso de aseguramiento universal en salud a través de la 
implementación del Plan Esencial de Aseguramiento en Salud (PEAS) en regiones piloto, priorizando las zonas de 
pobreza y extrema pobreza, según el Censo Nacional 2007". 
66 http://www.essalud.qob.pe/nuestra-institucion/#tabs-5-0-0 
El Seguro Social de Salud, EsSalud. Ley 27056 del 26-09-03 
Artículo 1: 
1.2 Tiene por finalidad dar cobertura a los asegurados y sus derechohabientes, a través del otorgamiento de 
prestaciones de prevención, promoción, recuperación, rehabilitación, prestaciones económicas, y prestaciones sociales que 
corresponden al régimen contributivo de la Seguridad Social en Salud, así como otros seguros de riesgos humanos. 
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pobreza o extrema pobreza, por eso no está afiliada al SIS (en tanto, no es pobre o 
extremadamente pobre), ni requiere el FAL V. 

187. La declarante atribuye al Estado peruano el fallecimiento de su cónyuge, la artrosis 
que padece en la rodilla, la supuesta enfermedad mental de su hijo, la carencia de 
estudios de su hija, pero no basta con alegar el daño material, sino que debe 
demostrarse y en este sentido no se ha acreditado el nexo causal entre los actos u 
omisiones imputadas al Estado y la generación directa y concreta de daños, máxime si la 
propia declarante refiere que recibe ayuda económica de sus hijos. 

188. Lo que está claro es que pide que la Corte IDH le nivele (con las 
remuneraciones de los trabajadores de la SUNAT del sector privado), siendo su 
pretensión una pensión de 5/. 8,000 mensual, (10 veces más de lo que percibe). El 
Estado es enfático al sostener que la testigo falta a la verdad, pues nunca ha 
realizado aportes que puedan sustentar su alegada pretensión. 

\ 189. Lo cierto es que debido a la incapacidad de afrontar las planillas con la 
,- ff recaudación de los aportes de los pensionistas del Decreto Ley Nº 20530, el Estado 
f=~~~::,~a llegado a subsidiar la planilla en un 85% del capital unitario requerido, conforme 

) PRocuRADoR se aprecia del Boletín de Transparencia Fiscal adjunto67. 
1 PUBLICO i ! ESPECIALIZADO ·: 

¡ suPRANAcioNAL _, b. Viviana Valz Gen 
C. RE,t..ÑO P 

190. El Estado ya ha tenido posibilidad de cuestionar el peritaje de Viviana Valz Gen en 
su Escrito de Contestación y también en su Escrito de observaciones a la lista definitiva 
de declarantes, en el cual indicó que los RPV presentaron"[ ... ] un peritaje psicológico que 
no [fue] [ ... ] requerido por el Tribunal supranacional, consecuentemente, [fue] elaborado 
antes de que la propia Corte IDH lo haya aceptado, [sin que haya] tenido la posibilidad de 
modificar su objeto -si así lo consideraba conveniente- y [menos aun] señalado la 
modalidad en la cual, eventualmente, debería ser rendido (sea presencial o por affidávit)." 

67 http://www.mef.gob.pe/contenidos/pol econ/documentos/btf/N23BTF1nforme.pdf 
ANEXO Nº 13. BOLETIN DE TRANSPARENCIA. EL SISTEMA PÚBLICO DE PENSIONES EN EL PERU: LA CÉDULA 
VIVA 
• La baja tasa de aporte que se estableció para cada Régimen Previsional del Sistema Público de Pensiones conlleva a que 

el subsidio per cápita en el Régimen del Decreto Ley Nº 20530 (Cédula Viva) sea equivalente al 85% del capital requerido 
unitario. 
• Dentro del sistema de reparto, la Cédula Viva es la que implica mayores cargas fiscales, como consecuencia de los altos 
montos que asigna como beneficios a los pensionistas, recordemos que los beneficiarios obtienen una pensión en la 
mayoría de los casos nivelable con la remuneración del trabajador activo. 
• La planilla del SNP asciende al 55% de la del Régimen del DL. 20530, lo que constituye una de las principales 

inequidades entre los sistemas de reparto, debido a que el SNP concentra el mayor número de afiliados, (representando la 
población del DL. 20530 sólo el 24% de los activos y pensionistas del SNP). En consecuencia, el subsidio por pensionista 
asciende a S/ 5 366 en el SNP; mientras que en el Régimen del Decreto Ley Nº 20530 asciende a S/. 16 615; es decir, 3,1 
veces el subsidio que recibe un pensionista en el SNP. 
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191. El Estado se ratifica en la posición antes precisada, sin perJu1c10 de lo cual 
realizará algunas observaciones a la declaración pericial rendida en audiencia pública. 

192. La perita refirió que existen dos (2) hechos que han afectado la integridad psíquica 
de los miembros de ANCEJUB: a) la modificación regresiva del régimen previsional que 
les corresponde y b) el incumplimiento de las sentencias judiciales que se emitieron para 
la restitución de sus derechos. 

193. Como puede observarse la perita parte de un error de relevancia, que consiste en 
identificar incorrectamente los hechos que habrían generado el alegado daño. Al respecto, 
corresponde aclarar que no ha habido una modificación regresiva en el régimen 
previsional de los miembros de ANCEJUB. Tal como ha venido sosteniéndose la emisión 
del Decreto Legislativo Nº 673 no supuso una regresión en los derechos pensionarios de 
los cesantes. El Estado insiste en que dicha norma no era de aplicación para tales 
personas, toda vez que tuvo por finalidad modificar el régimen laboral de los trabajadores 
activos de la SUNAT. 

1 ____ 194. De igual forma, en lo que respecta al alegado incumplimiento de las sentencias 
1 ff judiciales, la perita únicamente se basa ~n. la versi~n _sostenida ~or l?s R:~, la cua_l ,tiene 
~~~~s;:tun marcado sesgo y es totalmente parcializada. S1 bien en Aud1enc1a Publica refino que 

PRocuRAooR -había leído las piezas procesales del caso, indicó que estas fueron leídas de otra forma 
Es~~f;~~z~oo (distinta a un profesional del derecho), sin fijarse en los detalles. En todo caso, a partir de 

SUPRANACIONAL • 
c. REAÑO" as preguntas que se le formularon quedo claro que no estaba en capacidad de 

comprender a cabalidad los hechos y particularidades del presente caso. 

195. En ese sentido, el Estado considera que la perita parte de graves errores en la 
identificación de los hechos, aspecto que tiene implicancias en la elaboración del estudio 
a su cargo y, por ende, en las conclusiones a las que arriba. Cabe precisar que si no se 
identifica de forma apropiada los hechos alegados como vulneratorios no puede 
elaborarse de forma adecuada y precisa la metodología a emplearse para medir el 
supuesto daño producido. Asimismo, no tener claridad sobre los supuestos hechos 
vulneratorios, impide que la perita pueda establecer de forma indubitable hasta qué punto 
el daño alegado es responsabilidad del Estado. 

196. De otro lado, se destaca que la perita -conforme a su propia exposición- señaló 
que era psicóloga y precisó que su experticia estaba orientada a atender el impacto 
ejercido por distintos tipos de violencia, lo que incluye violencia en la época del conflicto 
armado, de género y ejercido por las instituciones. Sin embargo, cuando el representante 
del Estado le consultó sobre su experiencia, la perita no indicó de forma específica en qué 
casos en materia previsional había participado, simplemente afirmó que había intervenido 
en casos sobre despidos arbitrarios, aunque no brindó mayor detalle. 

197. Asimismo, cuando a la perita se le consultó en que casos, como el presente, 
tramitados ante tribunales supranacionales se había empleado este tipo de peritajes, la 
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perita brindó una respuesta genérica, nuevamente sin brindar detalles ni señalar casos 
concretos. Asimismo, indicó que nunca había participado en este tipo de casos ante 
tribunales internacionales. 

198. De igual forma, cuando se le preguntó si existían protocolos que podrían ser de 
aplicación a casos como el presente, refirió de forma genérica que sí, que "hay varios", 
aunque no pudo detallar cuáles eran dichos peritajes. 

199. La perita desconoce los protocolos de intervención para la elaboración de pericias 
previsionales y tampoco sabe diferenciar la expectativa percibida, de la expectativa legal. 
El Estado enfatiza que la expectativa de nivelación pretendida por los miembros de 
ANCEJUB ha sido alentada por su defensa técnica y se ha convertido en un psicosocial; 
pero no se condice con la realidad legal y jurisprudencia!. 

200. El Estado peruano resalta que, durante la Audiencia Pública, los RPV introdujeron 
información, a propósito de una pregunta formulada a la perita, señalando que el Estado 
viene estigmatizando a los miembros de ANCEJUB y que esto les causaría daño. Por lo 
cual, el Estado rechaza dicha afirmación, que no se ajusta a la verdad y este extremo no 
se encuentra acreditado, ni fue parte del marco fáctico presentado por la CIDH en el 

, , Informe de Fondo. 

\
~\ 7. OBSERVACIONES A LOS AMICUS CURIAE PRESENTADOS 

p(JBUCO i 

1 .E.~~~~~S2it~~l 1 
~ 7.1. Amicus Curiae presentado por Carlos Rodríguez Mejía y Alberto León Gómez 

Zuluaga 

201. El amicus curiae presentado por Carlos Rodríguez Mejía y Alberto León Gomez 
Zuluaga coincide en gran medida con el ESAP, lo que evidencia que no ha realizado un 
estudio completo y concienzudo del caso, además se evidencia una serie de falencias e 
inconsistencias que el Estado detalla a continuación: 

202. Se afirma erradamente que "se reconoció a 703 ciudadanos, el derecho a los 
reajustes pensiona/es en aplicación del Decreto 20530' o "pensión actualizada". El Estado 
aclara que la justicia peruana nunca ha reconocido, ni reconoce el derecho de 703 
cesantes, pero sí reconoce el derecho a 566 miembros de ANCEJUB. 

203. Ahora bien, el caso sub materia no se vincula en absoluto con un "reajuste 
pensiona!" sino sobre el "derecho a nivelación" y el pago que el Estado peruano, mediante 
la SUNAT, ya cumplió con efectuar. 

204. Se sostienen equivocadamente que "el Decreto 673 expedido por el Gobierno de 
Alberto Fujimori, modificó el sistema de liquidación y reajuste de las pensiones 
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establecido en el Decreto 20530". El Estado aclara que el Decreto Legislativo Nº 673 no 
ha modificado el Decreto Ley N° 20530. 

205. Se incurre en error cuando se dice que el "tercer recurso de amparo favorable" a 
ANCEJUB. El Estado informa a la Corte IDH que la tercera demanda de amparo 
formulada por ANCEJUB fue declarada infundada.68 

206. Se cuestiona el Proyecto de Ley enviado por el Presidente de la República al 
Congreso. El Estado peruano considera que esta atribución presidencial no debería ser 
cuestionada69 . Ahora bien, conforme los mismos abogados que elaboraron el amicus 
curiae, el proyecto de ley nunca fue aprobado, lo que demuestra que no hubo 
interferencia del Poder Ejecutivo en el Poder Judicial en el presente caso, máxime si este 
simplemente pretendía que esclarecer que la nivelación de los pensionistas con las 
remuneraciones de los trabajadores activos del sector privado no resulta factible. 

207. El amicus curiae reproduce las conclusiones erradas de la pericia psicológica 
cuando aluden a una supuesta "reducción de pensiones". El Estado peruano insiste que 
en el presente caso no existe reducción o suspensión del pago de pensión, porque el 
Estado continúa pagando las pensiones niveladas con las remuneraciones pensionables 
de los trabajadores activos del sector público de la SUNAT. 

208. El amicus curiae sostiene que el Estado ha vaciado de contenido las sentencias. 
Pero en el presente caso, la única sentencia materia de ejecución es la del 25 de octubre 
de 1993, por cuanto, las sentencias del Tribunal Constitucional del 25 de junio de 1996 y 
del 1 O de mayo de 2001, "no agregan nada nuevo a la sentencia de la Corte Suprema del 
25 de octubre de 1993. 

209. De lo que se concluye que los autores del amicus no conocen a profundidad los 
hechos materia de la presente controversia, de tal manera que tampoco pueden emitir 
conclusiones válidas. 

7.2. Amicus Curiae presentado por la Asociación Latinoamericana de Abogados 
Laboralistas (ALAL) 

210. El amicus curiae ha dedicado algunas páginas a mencionar y desarrollar los casos 
Cinco Pensionistas y Acevedo Buendía, ambos Vs. Perú, para referirse al alegado 
contexto de inejecución de sentencias judiciales. Dado que este aspecto ya ha sido 
abordado en una sección anterior, el Estado se remita a ella a fin de exponer sus 
observaciones con relación a la temática mencionada. 

68 Sentencia del Tribunal Constitucional del 09 de agosto de 2011. 
69 "Artículo 107.- El Presidente de la República y los Congresistas tienen derecho a iniciativa en la formación de leyes"[ ... ]. 

SS 



1374

Ministerio 
de Justicia 
y Derechos Humanos 

"Decenio de la Igualdad de oportunidades para mujeres y hombres" 
"Año de la Lucha contra la Corrupción y la Impunidad" 

211. Adicionalmente, el Estado observa que se ha hecho a alusión a otras temáticas 
para enmarcarlas en el alegado contexto de inejecución de sentencias judiciales. Así, 
expresamente se ha mencionado el caso de Azucena Algendones, quien fue víctima de 
discriminación racial. Al respecto, el Estado considera que dicho caso no se vincula de 
modo alguno con los hechos de la presente controversia y mal se hace en emplearlo 
como un ejemplo para sustentar la existencia del supuesto contexto en mención. 

212. De igual forma, el amicus alude a otros tipos de procesos judiciales, por lo que el 
Estado considera que no puede emplearse como referente los procesos judiciales en 
general para sustentar que existe una alegada problemática en el Perú relativa a la 
inejecución de sentencias. Una afirmación basada en ello no solo es osada sino también 
errada y, en esa línea, el Estado manifiesta su oposición a que se empleen como 
referentes materias que no se vinculan con la temática previsional del presente caso y 
que, por ende, responden a otro tipo de particularidades y especificidades que no 
merecen se explicadas en el presente informe. 

213. El Estado recuerda además que en el presente caso -en la línea de lo sostenido 
en la sección relativa a las observaciones al peritaje de Christian Courtis- la sentencia del 
25 de octubre de 1993 no estableció pagar una determinada cantidad de dinero. Este 
aspecto, entre otros, es muy importante para comprender porque la ejecución estuvo 
caracterizada por ser sumamente compleja, lo que obviamente incidió en la duración del 
mismo, ello sin perder de visto los otros aspectos que ya han sido explicados y 
desarrollados tanto en el Escrito de Contestación del Estado, la Audiencia Pública, como 
en el presente informe, concretamente en la sección 5.8. 

214. De igual forma, se observa que el amicus citando textualmente y parafraseando el 
Informe de Fondo de la CIDH, afirma que"[ ... ] tales órganos, al ser estatales, suelen tener 
privilegios procesales, como la inembargabilidad de sus bienes. De acuerdo con la CIDH, 
dichos órganos pueden tener una inclinación a usar su poder y sus privilegios para tratar 
de ignorar las sentencias judiciales dictadas contra ellos." Sobre el particular, el Estado 
aclara que la SUNAT no buscó eludir el cumplimiento de las decisiones judiciales, por el 
contrario, el Estado ha sostenido que existieron discusiones previas ( como la 
determinación de la entidad responsable de asumir el pago, lo montos, cómo debía 
ejecutarse la sentencia, etc.) que debían ser dilucidadas en el marco del proceso de 
ejecución. 

215. Asimismo, el Estado sostiene que desde el año 2002 la SUNAT cumplió con pagar 
las pensiones niveladas, es de forma posterior a ello que se produjo un control judicial del 
cumplimiento de la sentencia, en la medida que la defensa técnica de ANCEJUB sostuvo 
que no estaba de acuerdo con la forma en cómo SUNAT había dado cumplimiento a la 
sentencia de la Corte Suprema. 

216. Como es de observarse, todas estas particularidades no han sido materia de 
análisis en el amicus presentado, por el contrario, éste se ha limitado a sostener las 
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mismas afirmaciones efectuadas por la CIDH sin brindar adicionales o mayores 
justificaciones para sustentar su posición. Ello es claro, conforme puede apreciarse del 
citado documento, a partir de las múltiples citas textuales y parafraseadas efectuados en 
el texto. Se trata entonces de un texto reiterativo y redundante que no recoge la totalidad 
de los hechos y que se encuentra claramente parcializado con la posición adoptada por la 
CDH en su Informe de Fondo, sin brindar mayor análisis ni fundamentación que coadyuve 
al tribunal supranacional a emitir un pronunciamiento certero sobre la presente 
controversia. 

8. REPARACIONES SOLICITADAS POR LOS RPV 

217. En el ESAP los RPV indicaron expresamente lo siguiente: 

"[ ... ] no puede esta instancia del sistema interamericano de protección de los 
derechos humanos [la Corte lnteramericana] dejar de pronunciarse respecto de la 
forma como el Estado debe cumplir con los ordenado en dicha sentencia sin 
renunciar a la función principal que le asigna el artículo 106º de la Carta de la 
Organización de los Estados Americanos (OEA), que no es otra cosa que 

1 
f) .. \ promover la observancia y la defensa de los derechos humanos en las Américas." 

\ 

iflisteri~~t~ \ 

,~;cuR~ooR \218. Al respecto, el Estado considera -tal como ha sido la práctica de la honorable 

1 
I Es:iti~tf~oo \Corte lnteramericana- que el referido tribunal supranacional respete las decisiones 
~emitidas por los órganos jurisdiccionales internos. En tal medida, dado que con la emisión 

c. REAN - del auto del Tribunal Constitucional de fecha 23 de abril de 2019 se cerró todo debate 
sobre el presente caso, corresponde que la Corte IDH valore y respete dicha resolución al 
momento de emitir una decisión sobre el fondo en la presente controversia. 

219. En ese sentido, el Estado reafirma que ha dado efectivo cumplimiento a la 
sentencia tantas veces citada de la Corte Suprema de Justicia de fecha 25 de octubre de 
1993 y, en esa línea, se sostiene válidamente que no existe a la fecha una inejecución de 
sentencias judiciales en el caso bajo análisis. El auto emitido por el Tribunal 
Constitucional el 23 de abril de 2019 cierra definitivamente el presente litigio y ratifica la 
posición que el Estado sostenido a lo largo del trámite del presente proceso. Siendo ello 
así, contrario a la solicitud de los RPV para que la Corte IDH ordene la ejecución de las 
sentencias en sus propios términos, se solicita que la Corte IDH dé por cerrado el litigio a 
nivel interno y, consecuentemente, se pronuncie estableciendo que el Estado sí ejecuto la 
aludida sentencia de fecha 25 de octubre de 1993. 

220. Bajo lo expuesto no corresponde que la honorable Corte lnteramericana se 
pronuncie sobre la existencia de un contexto generalizado de incumplimiento de 
sentencias judiciales y mucho menos que otorgue garantías de no repetición destinadas a 
remediar dicha situación inexistente. En esa línea no corresponde que la Corte IDH se 
pronuncie declarando el estado de cosas inconvencional, como equivocadamente lo han 
solicitado los RPV. 
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221. De igual forma, en atención a que el Estado ha dado efectivo cumplimiento a las 
decisiones judiciales internas, no existe monto que por concepto de indemnización por 
daño material deba ser abonada a favor de los miembros de ANCEJUB. 

222. En lo que respecta al daño inmaterial el Estado se remite a las observaciones 
efectuadas en diferentes etapas procesales al peritaje presentado por los RPV, elaborado 
por Viviana Valz Gen y María Soledad Vega, así como a las observaciones relacionadas a 
la declaración pericial rendida en audiencia pública por Viviana Valz Gen. 

223. En lo que se refiere a las costas y gastos se recuerda que ello está sujeto a la 
presentación de boletas y recibos que acrediten los gastos efectuados con ocasión del 
presente litigio. En ausencia de dicha documentación, el pago por parte del Estado no 
corresponde. 

224. Finalmente, tal como lo sostuvo el agente titular de la representación del Estado 
peruano en sus alegatos finales, en el presente caso existe una reparación oculta 
pretendida por los RPV, conforme se aprecia del párrafo 13.1.2 página 102 del ESAP: 

La Resolución Nº 80 del 3 de marzo del 2006 que aprobó la segunda pericia por el 
importe de SI. 2'921,375.25 de pensión mensual , lo cual suma 5/ 455, 734, 539 
millones de soles por la cantidad de meses; S/ 332'226,293.00 millones de 
soles por reintegros de incrementos dejados de percibir y, adicionalmente un 
monto de SI 130, 041,363 millones de soles por intereses, lo que sumado da un 
monto de SI 918, 002, 195 millones de soles, aproximadamente un total de US $ 
278, 182,483 millones de dólares70

, es lo que se pretende de manera encubierta en 
este proceso. 

225. Al respecto, el Estado aclara que la citada Resolución Nº 80 fue declarada nula 
por la Resolución de la Sexta Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima de fecha 
24 de julio de 2006, confirmado por el Tribunal Constitucional el año 2011; por lo tanto, no 
surte efectos jurídicos. 

226. Además, el 2011 el tercer informe pericial concluyó la existencia de devengados y 
reintegros desde el 1992 hasta el 2004 por la suma de SI 193,751.69 miles de soles($ 
58,712.63 aproximadamente)71, el cual fue aprobado por Resolución N° 24772 y se 
confirmó por Resolución Nº 1273; por ello la SUNAT cumplió con efectuar el pago74 a 
favor de ANCEJUB. 

70 Ver el ANEXO Nº 2 del presente informe. Nuevo Informe Pericial Contable del 09 de noviembre de 2005, página 1 O. 
71 ANEXO Nº 4.- Enlace electrónico en el que obra los 5 tomos del Tercer Informe Pericial completo. 
72 Resolución Nº 247 del 13 de junio del 2017 (Anexo 8 de la Contestación del Estado). 
73 Resolución N 12 del 15 de noviembre de 2017 {Anexo 9 de la Contestación del Estado). 
74 Documentos que acreditan el pago (Anexos 10 al 12 de la Contestación del Estado). 
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9. RESPUESTA A LAS PREGUNTAS DE LA MAGISTRADA ODIO BENITO 

227. A pesar de que las interrogantes formuladas por la magistrada no fueron dirigidas 
al Estado peruano, por equidad procesal el Estado peruano se pronuncia en la forma 
siguiente: 

¿Cuál es la pos1c1on sobre la Resolución emitida por el Tribunal 
Constitucional el 23/04/2019? 

228. El auto del Tribunal Constitucional del 23 de abril de 2019 se ha pronunciado sobre 
la validez de las resoluciones que aprobaron la tercera pericia, la cual calculó el importe 
que debe ser pagado por la SUNAT a los miembros de ANCEJUB, este monto asciende a 
la suma de S/ 193,751.69 miles de soles ($ 58,712.63 miles de dólares 
aproximadamente). 

,""'\ 229. El Tribunal Constitucional fue contundente al señalar que este mismo tribunal, 
zanjó esta controversia el año 2011 señalando que, "la "mayor remuneración" tiene 

- carácter no pensionable, puesto que la ley la excluye expresamente de los descuentos 
'""'" aeJu= para efectos previsionales, por lo que al no abonarse esta a los asociados de la 

~Hum•= demandante, no se vulneran sus derechos pensionarios; y que el carácter no pensionable 
PR~~~rtciºR que da el inciso c) del artículo 3 del Decreto Legislativo 673 a la "mayor remuneración" no 
ESPECIWZAD0 f t . d t" . t t"t . l"d d" suPRAttAc1ott,,L_ ue ma ena e cues 1onam1en o en su cons I uc1ona I a . 

C. REAÑO"' 

230. Esta resolución confirma que los cuestionamientos efectuados por ANCEJUB a la 
tercera pericia, constituyen un claro desconocimiento a los mandatos judiciales ordenados 
por el Tribunal Constitucional. 

¿Por qué están pidiendo que se le nivele las pensiones con las 
remuneraciones del régimen privado? 

231. ANCEJUB inicialmente pretendió la nivelación con la remuneración del sector 
privado, pero el órgano jurisdiccional decidió que "la pretensión de nivelar su pensión con 
la remuneración del régimen privado, no procedería, toda vez que por mandato 
constitucional y legal, es incompatible la nivelación de las pensiones del Decreto Ley 
20530 con las remuneraciones de los trabajadores activos sujetos al régimen de la 
actividad privada". 75 

232. ANCEJUB posteriormente introdujo una nueva pretensión en ejecución de 
sentencia, para que se les nivele con la "mayor remuneración" (incrementos previstos en 
los incisos a) y b) del artículo 3 del Decreto Legislativo Nº 673) lo cual los RPV denominan 
"asistencia familiar, alimentación principal Decreto Legislativo 673 y diferencial aguinaldo 

75 Resolución del 5 de mayo de 2005, página 3 (Anexo 3 de la Contestación del Estado) y Resolución del 8 de mayo de 
2006 (Anexo 4 de la Contestación del Estado). 
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276". Esto tampoco resulta factible por cuanto el inciso c) del artículo 3 del Decreto 
Legislativo 673 establece que "la mayor remuneración" por efectos de lo dispuesto en los 
literales a) y b) tiene carácter no pensionable (es decir, no se encuentra sujeto a 
descuentos con fines previsionales). Por ello, los órganos jurisdiccionales han señalado 
que "no resulta lógico que los pensionistas que nunca percibieron dicha mayor 
remuneración la deban percibir y quienes la vienen percibiendo durante su actividad 
laboral no la perciban al cesar'' que "el derecho de los pensionistas y el patrimonio fiscal 
se vería seriamente afectado de tener que considerar los conceptos en reclamo sin que 
se hayan efectuado los respectivos aportes" que el inciso c) del artículo 3 del Decreto 
Legislativo 673 es una norma válida y vigente, por no haber sido declarada inaplicable.76 

¿A cuánto asciende la pretensión de ANCEJUB? 

233. En el párrafo 13.1.2 página 102 del ESAP, ANCEJUB pretende que el Estado 
ejecute la Resolución N° 80 del 3 de marzo del 2006 que aprobó la segunda pericia por el 
importe millonario de 5/ 2'921,375.25 millones de soles de pensión mensual, lo cual 
suma S/ 455, 734, 539 millones de soles por la cantidad de meses, 5/ 332'226,293.00 
millones de soles por reintegros de incrementos dejados de percibir y, 
adicionalmente un monto de S/ 130, 041,363 millones de soles por intereses, lo que 
sumado da un monto de S/ 918, 002, 195 millones de soles, aproximadamente un total de 
US $278,182,483 millones de dólares77• Pero esta pericia fue declarada nula, por tanto, 
carece de efectos jurídicos. 

234. El Estado peruano aporta la Pericia de Parte presentada por ANCEJUB, de fecha 
22 de agosto de 2013, de la cual se advierte que su pretensión de es el monto en 
promedio de nivelación a cada pensionista que hace un total de 5/. 3'081,317.91 
millones de soles, sumado a 5/. 257'395,581.68 millones de soles por concepto de 
reintegros dejados de percibir, para todos y cada uno de los pensionistas. Tales 
montos ascienden a 5/ 1'744,025,422 millones de soles, aproximadamente un total 
de U5$ 528,492,552 millones de dólares, es decir, casi 1 millón de dólares para cada 
uno de los pensionistas. 

235. Este monto se incrementaría dado que dicho cálculo se realizó en el año 2013, 
respecto de 566 presuntas víctimas cuando en el Informe de Fondo de la ClDH adjunta un 
anexo que señala que serían 703 presuntas víctimas. A tal concepto, como se ha 
explicado anteriormente, habría que sumarle también los intereses legales generados 
desde esa fecha hasta la actualidad, así como un eventual daño (material e inmaterial), y 
costas y gastos, eventualmente ordenados por la Corte IDH78. 

76 Resolución del 24 de julio de 2006, página 2 y 3 (Anexo 5 de la Contestación del Estado) y Resolución del 28 de 
setiembre de 2009 (Anexo 6 de la Contestación del Estado). 
77 Ver el ANEXO Nº 2 del presente informe. Nuevo Informe Pericial Contable del 09 de noviembre de 2005, página 1 O. 
76 Ver el ANEXO Nº 3 del presente informe, perica de parte del 22 de agosto de 2013. 
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1 O. CONCLUSIONES 

PRIMERA: El Estado peruano ha demostrado que no responsable por la violación de los 
derechos consagrados en los artículos 8.1, 21, 25.1 y 25.2 c) de la CADH, en conexión 
con los artículos 1.1 y 2 de la misma. En ese sentido, esta representación solicita a la 
Corte IDH declare: 

SEGUNDA: El Estado peruano no violó el deber de adoptar disposiciones de derecho 
interno contemplado en el artículo 2 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos. 

TERCERA: El Estado peruano, en base a la argumentación expuesta y a los medios 
probatorios ofrecidos, solicita a la Corte IDH que se sirva declarar infundadas las 
pretensiones de la CIDH y de los RPV. 

11. ANEXOS 

ANEXO 1.- Resolución Nº 51 de fecha 21 de julio de 2005 

ANEXO 2.- Presenta Nuevo Informe Pericial Contable del 09 de noviembre de 2005, 
página 5 y 6. 

ANEXO 3.- Pericia de Parte del 22 de agosto de 2013. 

ANEXO 4.- Enlace electrónico en el que obra los 5 tomos del Tercer Informe Pericial 
completo. 

ANEXO 5.- Recurso de apelación formulado por ANCEJUB el año 2007. 

ANEXO 6.- Diligencia frustrada del 02 de diciembre de 2011. 

ANEXO?.- Informa y presenta cargos de notificación de pensionistas del 15 de marzo 
2012. 

ANEXO 8.-
Pongo en conocimiento cumplimiento de mandato del 09 de mayo de 2012. 
Pongo en conocimiento inconcurrencia de perito designado del 1 O de mayo de 
2012. 
Téngase presente del 10 de mayo de 2012. 
Absolución de traslado de nulidad del 25 de julio de 2012. 
Apelación de resolución número 222. 
Constancia de entrega de información del 07 de diciembre de 2012 
Constancia de entrega de información del 19 de diciembre de 2012. 
Solicita resolver observaciones de la parte demandada del 04 de febrero de 2013. 
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Solicita resolver observaciones y dar por concluido el plazo otorgado a ANCEJUB 
del 04-03-2013. 
Téngase presente del 23 de setiembre de 2014. 
Solicitamos se aprueba el informe técnico pericial emitido en autos del 08 de 
agosto de 2014. 
Se tenga presente del 16 de julio de 2015 
Audiencia especial del 26 de setiembre de 2016. 

ANEXO 9.-
Boleta de Pago del mes de marzo 2019 
Renuncia del 29 de enero de 1991. 
Renuncia del 4 de febrero de 1991 
Resolución de Superintendencia del 14 de febrero de 1991. 
Documento que acredita contar con seguro de salud vigente. 
Documento que acredita su calidad de propietaria de 7 vehículos automotor. 
Planilla de pagos de febrero de 1991. 
Planilla de pago de cesante de diciembre de 1991. 

\ y hos Humano<· 

\ PR~~~[¡~~OR ANEXO 1 O -
\
' ESPECIALIZADO • 
, suPRANAc10NAL Boleta de Pago del mes de marzo 2019. 

C. REA NO f.' Planilla de Pago de abril de 1991 
Renuncia del 19 de marzo de 1991 
Resolución de Superintendencia del 15 de abril de 1991. 
Documento que acredita contar con seguro de salud vigente. 
Planilla de Pago de abril de 1991. 
Planillas de Cesante de mayo y de diciembre de 1991. 

ANEXO 11.-
Boleta de Pago del mes de marzo 2019. 
Planilla de Pago de abril de 1991 
Planilla de Cesante de mayo de 1991 
Planilla de Cesante de diciembre de 1991 
Resolución de Superintendencia del 05 de abril de 1991. 
Documento que acredita contar con seguro de salud vigente. 
Documento que acredita su movimiento migratorio (salidas al extranjero). 

ANEXO 12.- Documentos que acreditan la demanda formulada por ANCEJUB solicitando 
la inaplicación del artículo 3 del Decreto Legislativo Nº 673. 

ANEXO 13.- Boletín de Transparencia. El Sistema Público de Pensiones en el Perú: La 
Cédula Viva 
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